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RESUMEN

Uno de los elementos más relevantes en los procesos de desarrollo social de los
pueblos lo constituye la educación. Los procesos pedagógicos y educativos se
han convertido desde los inicios de la Modernidad en los principales instrumentos
para la transformación social, el desarrollo económico y el avance científico y
tecnológico de los pueblos. Sin embargo, no todas las sociedades han tenido la
oportunidad de alcanzar altos niveles educativos y ello puede explicar en buena
medida sus escasos índices de desarrollo. A propósito de un estudio y análisis
de caso, focalizado en la localidad de Sumapaz en el Distrito Capital de Bogotá,
se puede evidenciar que los procesos educativos y pedagógicos aplicables a
determinados tipos de comunidades, deben estar orientados a mejores
condiciones de desarrollo local a partir de sus propios entornos y contextos,
siendo preciso explorar alternativas y propuestas de innovación pedagógica en
torno a una Política Educativa Para la Ruralidad que contribuya al crecimiento y
al desarrollo socioeconómico, que pueda servir de modelo para otros escenarios
socio – educativos. Este tipo de propuestas se constituye, en consecuencia, en
una posible formulación de un modelo de innovación educativa para el desarrollo
con equidad de la sociedad.

Palabras Clave: Desarrollo; Educación; Equidad; Modelos Pedagógicos;
Proyectos Educativos

ABSTRACT

One of the most relevant elements in the processes of social development of the
peoples is Education. The pedagogical and educational processes have become,
since the beginning of Modernity, the main instruments for social transformation,
economic development and scientific and technological advancement of peoples.
However, not all societies have had the opportunity to achieve high levels of
education and this may largely explain their low development rates. Regarding a
case study and analysis, focused on the town of Sumapaz in the Capital District
of Bogotá, it can be shown that the educational and pedagogical processes
applicable to certain types of communities should be oriented to better conditions
of local development based on of their own environments and contexts, being
necessary to explore alternatives and proposals for pedagogical innovation
around an educational policy for rural areas that contributes to growth and socioeconomic development, which can serve as a model for other socio-educational
scenaries. Consequently, this type of proposal constitutes a possible formulation
of a model of educational innovation for the Development with Equity of society.

Key Words: Development: Equity; Pedagogical Models; Educational projects.
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INTRODUCCIÓN

La localidad veinte (20) del Distrito Capital de Bogotá corresponde a la zona del
Sumapaz, zona semirrural que presenta profundos niveles de atraso
socioeconómico y altos índices de marginalidad, producto de diferentes factores
estructurales, entre los que se pueden considerar la desconexión con el centro
urbano de la capital de la república, los focos de violencia organizada y común,
la ausencia institucional del Estado para la atención de necesidades básicas
insatisfechas de la población y el histórico abandono a la población rural del país.

Pese a que la localidad de Sumapaz es una de las más extensas del Distrito, y
que por sus condiciones geográficas cuenta con una de las mayores riquezas
hídricas y biodiversas de la región, por ser próxima a uno de los páramos más
importantes del mundo, es una localidad en la cual su población,
mayoritariamente rural, acusa graves problemas de desarrollo económico que
no han sido tenidos en cuenta en la formulación de macropolíticas públicas, pero,
en particular, en políticas sectoriales y focales como las políticas educativas.

De acuerdo con recientes estudios, (Secretaria de Educacion, 2019-2020), la
proyección de la población en edad escolar - PEE de la localidad para el 2019
es de 1.589 habitantes, por rangos de edad. Para 2019 el mayor porcentaje de
la PEE se agrupaba entre los 6 y 10 años con el 43,7%; en el rango entre 11 y
14 años se concentra el 32% y, en el de 15 y 16 años el 15,1%. Los niños y niñas
de 5 años representan el 9,2%. El número de sedes educativas oficiales de la
localidad fue de 27 que se encuentran adscritas a 2 colegios distritales para una
oferta educativa oficial de 986 cupos escolares frente a una demanda de 736
cupos solicitados, lo que garantiza una cobertura del 133%. Cifras que no dan
cuenta de las diferencias entre la población en edad escolar y cupos ofertados,
por razones diversas como escasa demanda en los servicios educativos o por
otros factores socioeconómicos presentes en la localidad.

De acuerdo con la Encuesta Multipropósito, aplicada en Bogotá en 2014 y 2017,
la información arroja que la situación en cuanto al analfabetismo tuvo una mejora
al pasar de 1,3% de población mayor de 15 años que no sabe leer ni escribir a

1,1%, es decir, disminuyó la población que no sabe leer ni escribir. Según la
aplicación hecha en 2017 de la Encuesta Multipropósito, Sumapaz es la localidad
del Distrito Capital que presenta la tasa más alta de población mayor de 15 años
que no sabe leer ni escribir.
Sumapaz cuenta con una población de 7.457 habitantes con un territorio rural
de 781 Km cuadrados un 44% del área total de Bogotá (Secretaria Social , 2017).
Ello obliga a pensar en las necesidades básicas de los grupos poblacionales,
principalmente los de extracción campesina. Por lo tanto, una Política Educativa
Para la Ruralidad (en adelante PEPR) en Bogotá se convierte en una prioridad
para el desarrollo integral de la ciudad, de modo que cualquier orientación
estratégica dirigida a la ruralidad en Bogotá deberá priorizar la localidad veinte
(20), por su amplitud territorial, que significa riqueza natural, biodiversidad,
desarrollo ecosostenible y oportunidades de crecimiento, razón por la que su
conservación y preservación es un reto diario de sus habitantes y un desafío
institucional para la educación.
El presente trabajo de investigación enmarcado en la metodología de
investigación – acción, con base en un análisis de caso, busca examinar las
condiciones genéricas de la localidad en torno a sus realidades educativas y
pedagógicas, pero, al mismo tiempo, pretende formular algunas alternativas en
relación con la necesidad de establecer políticas públicas educativas que se
ajusten al contexto social, cultural, económico, político, demográfico e histórico
de la localidad, mediante los aportes de la economía para la educación, la
educación y pedagogía para la paz y la implementación de proyectos y modelos
pedagógicos contextuales que permitan pensar en una adecuada PEPR con
énfasis en la equidad y el desarrollo económico.
Para tales fines, el problema de investigación se define así: Considerando las
problemáticas existentes en un contexto primordialmente rural, como el de la
localidad veinte (20) Sumapaz del Distrito Capital, las prácticas educativas
actuales aplicables en dicha localidad parecen ser insuficientes a la hora de
resolver conflictos socioeconómicos y culturales, por no contar con adecuados
elementos que permitan conectar las necesidades básicas reales con políticas

educativas enfocadas a la ruralidad, con énfasis en la paz, la equidad y el
desarrollo.
A manera de hipótesis, se dirá que la formulación de una Política Educativa Para
la Ruralidad, desarrollada a partir de prácticas y modelos pedagógicos
innovadores en contexto, puede generar una mejora significativa en el sistema
educativo, como instrumentos para la equidad y el desarrollo económico de las
comunidades.
Como objetivos de la presente investigación se plantean los siguientes:
Objetivo General: Analizar, a partir de un estudio focalizado de caso, cómo la
implementación de modelos pedagógicos asociados a la consolidación de una
PEPR aplicable en contexto, puede contribuir a la obtención de mejores niveles
de desarrollo social, económico y cultural, hacia la paz, la equidad y la inclusión.
Objetivos Específicos:
1.- Examinar la relación directa existente entre Educación y Desarrollo
Económico como una necesidad imperante de las sociedades contemporáneas,
a partir de referentes teóricos de diferentes disciplinas y áreas del conocimiento.
2.- Identificar, desde diferentes modelos pedagógicos, algunos elementos
referenciales en materia de Políticas Públicas Educativas frente a los problemas
evidenciados en contextos reales.
3.- Proponer, desde un análisis de caso en la localidad Veinte (20) Sumapaz del
Distrito Capital, algunos presupuestos para la formulación de una PEPR, en
función de la paz, la equidad, la inclusión y el desarrollo socioeconómico.
Para tales fines, el presente trabajo se basa en una metodología de análisis
documental, análisis cualitativo y comparativo, aplicando elementos de estudio
de caso y modelos de investigación – acción.

CAPÍTULO 1
LA EDUCACIÓN Y EL DESARROLLO ECONÓMICO COMO PILARES DE LA
SOCIEDAD CONTEMPORÁNEA
Los términos “economía” y “desarrollo” han estado íntimamente ligados desde el
momento mismo en que el modelo económico capitalista liberal se impuso
históricamente como paradigma occidental. Pokrovsky (1966, 142) sostiene que
la desintegración del Feudalismo en Europa occidental estuvo sucedido por los
primeros procesos de acumulación del capital, que ocasionaron la expansión del
Mercantilismo Pre Capitalista, especialmente a partir del crecimiento de la
producción artesana, agrícola y mercantil, transformación que se produce con el
declive del modelo de producción esencialmente agrícola y el ascenso de la
manufactura como unidad de producción económica por excelencia del
capitalismo naciente.

El proceso de transformación de las relaciones de producción y el modelo
económico que había perdurado por más de diez siglos en occidente no sería un
proceso inmediato. El Capitalismo, como sistema económico, tardaría cerca de
tres Siglos en perfeccionarse, desde el inicio del Mercantilismo que sucede a la
Edad Media hasta fines del Siglo XVIII, en el que la primera Revolución Industrial
dio paso a nuevos procesos de modernización de las relaciones de producción,
consolidando un sistema capitalista bastante fuerte como para asestarle el
“golpe de gracia” al viejo y caduco modelo feudal, para permitir el paso a un
modelo socioeconómico diferente, novedoso, basado en la transformación de
materias primas y el intercambio de bienes y productos, generando nuevas
utilidades a costa del trabajo ajeno, modelo conocido como el Capitalismo Liberal
burgués que se apoderaría del mundo en los últimos siglos (Huberman; 2009,
147).

Con el incremento histórico de las relaciones económicas y capitalistas de
producción, la economía liberal, basada principalmente en la transformación de
bienes primarios para la obtención de nuevos bienes, su intercambio y la
generación de diferencias que se convierten en ganancias, inevitablemente se
produjeron diferentes conflictos sociales y políticos, principalmente por las

enormes brechas que se abrían entre los propietarios de los medios de
producción y los obreros y trabajadores, desposeídos de las formas de
acumulación de capital, a quienes solo les restaba vender su fuerza de trabajo
como medio de obtención de sustento y supervivencia.
Desde la teoría Materialista Histórica, “la historia de la industria y el comercio no
es más que la historia de la rebelión de las fuerzas productivas modernas contra
las actuales relaciones de producción” (Marx – Engels; 1993, 26), interpretación
ésta que pone de presente la dificultad social que se genera en los antagonismos
de intereses entre los propietarios de los medios de producción y la clase obrera,
fenómeno que incidirá también en el proceso de proletarización de las grandes
capas sociales de los países capitalistas y que perdurará aún más en momentos
en que la economía se ha transnacionalizado y el Capitalismo Global es una
realidad palpable.

Las dinámicas y reglas propias de la economía, dependientes de diversas y
complejas variables, así como de fenómenos internos y externos de alto impacto,
como la excesiva acumulación de riquezas, la inequitativa distribución del
ingreso y la incapacidad institucional para atender adecuadamente las
necesidades básicas insatisfechas (NBI), han demostrado que la mayor
disponibilidad de bienes y servicios en un país no necesariamente implican un
mayor grado o nivel de bienestar o desarrollo económicos en un país (Banco de
la República;1990, 86), especialmente porque los sistemas de distribución de
bienes, recursos y servicios no suelen ser suficientes ni adecuados para su
redistribución equitativa entre todos los habitantes de un territorio, hecho que
evidencia la dicotomía existente entre los postulados teóricos del bienestar del
modelo capitalista y sus realidades prácticas vistas en contextos reales.

El capitalismo trajo consigo también el perfeccionamiento de la división del
trabajo como fenómeno social y político, y desde la sociología, especialmente en
Durkheim (2004; 273-275), se ha pretendido explicar cómo, con ocasión de la
expansión del capitalismo liberal, se aumentaron también las expectativas de
acumulación de bienes en torno a la obtención de los niveles de bienestar y
desarrollo, pero, desafortunadamente, el incremento de bienes y servicios en el

mercado no han conducido necesariamente al mayor bienestar colectivo de los
pueblos y comunidades, en gran parte debido a la escasez de medios suficientes
y a los inadecuados procesos de acumulación de capital en pocas manos, hecho
que conduce inevitable e invariablemente a profundizar los niveles de pobreza,
desigualdad, inequidad y subdesarrollo de los pueblos.
Para el año 2018, el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo –
PNUD, reveló que, a pesar de los avances alcanzados en materia de desarrollo
económico global en el capitalismo del siglo XXI, aún se presentan en el mundo
enormes problemáticas y conflictos derivados de la insuficiencia de recursos
para atender las necesidades básicas más inmediatas en materia de salud,
educación y calidad de vida de muchos países, especialmente en los llamados
“países en vías de desarrollo”, en los que la inequidad social, la desigualdad y la
pobreza siguen siendo los principales problemas de los gobiernos locales. En
efecto, un informe de OXFAM INTERNACIONAL de 2017 – 2018, destacado por
Peña (2019; XV) señala que:

1.- Desde el año 2015, el 1% de la población más rica del mundo tiene más
riqueza acumulada que el resto de los habitantes del planeta.

2.- Solo ocho (8) personas en el mundo tienen la misma cantidad de riqueza que
la mitad más pobre de la humanidad.

3.- Para el año 2017, el 82% de toda la riqueza creada en el mundo fue a parar
a manos del 1% de la población de mayores ingresos en todo el planeta, en tanto
que el 50% inferior del rango de menores ingresos en el mundo, no percibió
ningún tipo de incremento.

Cifras como las anteriores revelan que el desarrollo económico en el modelo
capitalista del mundo globalizado y neoliberal todavía sigue siendo una tarea
más que pendiente ante las enormes condiciones de inequidad, pobreza y
desigualdad, paradigmas que se pueden recopilar bajo el concepto de “injusticia
socioeconómica”.

Principios como la igualdad, la equidad o la solidaridad, en torno a la idea de
justicia social, han sido analizados desde diferentes ópticas por la filosofía
política y la economía, como paradigmas asociados a una especie de ética
universal que permiten la realización del individuo y de los colectivos humanos,
bajo premisas como “bienes primarios”, entendidos como “medios de uso
múltiple como el ingreso y la riqueza” (Sen; 2010, 284) esto es, como indicadores
primarios de juzgamiento de la equidad en la distribución de recursos, y que
permiten operar como medios de crecimiento social y económico para los
pueblos.

Para Amartya Sen, uno de los problemas más palpables en la agudización de
las desigualdades se orienta a lo que él denomina “discapacidades”, que asocia
no solo a problemas físicos o psíquicos de los seres individualmente
considerados, sino a la escasez de medios y oportunidades, producto de factores
diversos como la excesiva acumulación y el desajuste en la distribución de
bienes y servicios, así como también en la imposibilidad de acceder a canales y
medios de desarrollo, especialmente en un mundo cada vez más complejo que
exige de mayores esfuerzos humanos para responder a las necesidades de una
civilización mucho más tecnificada, automatizada, dependiente de las
tecnologías de las comunicaciones y las transnacionalizaciones del capital.

Pese a que uno de los máximos axiomas del capitalismo es el de la libertad, lo
cierto es que la idea de libertad ha quedado condicionada en el mundo del
neoliberalismo por la capacidad de acceder a los medios de producción y la
suficiencia de recursos para tratar de garantizar, ya no solo la cobertura de las
NBI, sino también ciertos grados de acumulación que permitan el mayor grado
de bienestar posible, tanto en lo individual como en lo grupal, de modo que, tal
como lo propone el Nóbel de economía, “la libertad para lograr lo que uno
razonablemente quiere lograr se refiere a una variedad de factores, que pueden
tener relevancia variable para diferentes conceptos de libertad” (Sen; 331), pues
trascendimos de la libertad clásica individual que se pensaba desde la capacidad
individual de no ser molestado por otros, ni aún por el Estado, a una libertad cada
vez más dependiente del grado de bienestar y desarrollo económico alcanzado

o alcanzable mediante diferentes instrumentos, como el trabajo, la acumulación
de bienes o la división cada vez más especializada de servicios a prestar.

Es evidente que con la transformación de las relaciones de producción, se
crearon y recrearon nuevas necesidades socioeconómicas, ya no solo locales,
sino también regionales y mundiales, al punto de permitir nuevas relaciones de
dependencia económica a partir de la industrialización y la tecnología. En
palabras de Hans Jonas, pareciera que estamos ante una nueva suerte de
Revolución Industrial que condiciona nuevas relaciones mundiales de
dominación, pues:
“Lo que parece estar más a nuestro alcance sería la puesta en marcha, en todos
los pueblos atrasados, de una nueva revolución industrial (…) mediante el
asesoramiento técnico y las inversiones exteriores, esto es, la adición de unas
capacidades productivas similares a las ya existentes en los países de origen,
esto significaría la extensión a toda la Tierra de un uso intensivo de la tecnología,
concentrada hasta ahora en los últimos” (Jonas, 1995, 295).

El análisis propuesto por Jonas evidencia que hay un factor decisivo en las
nuevas relaciones de producción, esta vez ya no limitadas al intercambio de
bienes y servicios, sino, fundamentalmente, al manejo de las tecnologías y los
usos relacionados con los cambios tecnológicos en la sociedad contemporánea.
Y, como es lógico pensar, el papel de los Estados en materia de políticas
públicas también adquiere nuevas condiciones y nuevas dimensiones desde las
realidades existentes, especialmente en lo que tiene que ver con la política
social.

Tal como lo señalaron en su momento los investigadores Darío Restrepo,
Germán Palacio, Édgar Novoa y Jorge Iván González (1996), las condiciones del
capitalismo globalizado han incidido en la transformación de las políticas sociales
internas de cada Estado, especialmente los Estados menos desarrollados, de
modo que las relaciones de dependencia también se han acentuado en aquellos
países con menores condiciones de acceso a los nuevos recursos,
especialmente los tecnológicos, en la medida en que “las consecuencias del

intercambio desigual, los efectos de la deuda externa, las implicaciones de los
fenómenos de apertura e integraciones económicas, todas condicionan
radicalmente la situación social de los países periféricos” (Restrepo, et al. 1996,
142), realidad inmediata que se constituye en uno de los retos más importantes
a superar en los próximos decenios, si se pretende alcanzar un nivel de
desarrollo común a toda la humanidad.

En torno a estas reflexiones preliminares, se propone a continuación examinar
cómo ha sido el papel de la educación como impulsor de los procesos de
desarrollo económico en el modelo capitalista liberal.

1.1.- Educación y Desarrollo Económico en el modelo liberal

En las sociedades contemporáneas, en las que las relaciones económicas son
cada vez más complejas y dinámicas, e interdependientes respecto de diversos
modos de producción y acumulación de capitales, pareciera que los consensos
mínimos sobre los que parten los gobiernos se asocian más a valores políticos
que económicos, en torno a figuras como la democracia, la justicia, la paz, la
equidad o el bienestar común. Puede señalarse que un postulado básico, como
el de la Libertad, tan preciado por los liberales clásicos individualistas, ha tomado
nuevas dimensiones en las sociedades contemporáneas, principalmente a partir
de una serie de “condiciones más o menos justas” para el desarrollo de tal
libertad, esta vez tomada de la mano de la idea de una justa igualdad de
oportunidades, como expone John Rawls en su “Teoría de la Justicia”, cuando
señala que las pretensiones de justicia, libertad e igualdad pasan también por
los presupuestos políticos de sociedades democráticas que procuran un mayor
grado de desarrollo y bienestar a partir de la redistribución de la riqueza y los
ingresos. En efecto, para Rawls, “además de mantener los tipos habituales de
capital social general, el gobierno intenta asegurar iguales oportunidades de
enseñanza y cultura, a personas similarmente capacitadas o motivadas, o bien
subvencionando escuelas privadas o bien estableciendo un sistema de escuelas
públicas” (Rawls, 2014, 257).

En tal sentido, pareciera que la construcción de ciertos saberes y de ciertos
conocimientos, ya no solo capaces y suficientes para responder a las
necesidades económicas de un capitalismo global y transnacionalizado, cada
vez más automatizado y dependiente de las telecomunicaciones y nuevas redes
tecnológicas, se impone como necesidad en el ideario político común de los
pueblos. La construcción de discursos en torno a la creación de éticas asociadas
a principios como la responsabilidad, la justicia social, la equidad o la paz, que
parecieran reñir con los procesos pragmáticos de acumulación de capitales, se
constituyen en imperativos categóricos de la Postmodernidad.

Es aquí en donde empezamos a observar cómo el papel de la pedagogía se
convierte en protagonista de las nuevas sociedades globalizadas y tecno –
dependientes. Una ética de la justicia social se basa casi primordialmente en la
idea de construcción de escenarios en los que se establezcan límites a los
procesos abusivos de despojo y acumulación inmisericorde de capitales, y
procurar, políticas públicas de por medio, mejores procesos de redistribución de
la riqueza interna de cada país.

Pero esta clase de éticas no nace de la nada: el profesor Guillermo Hoyos (2005,
45) sostiene que “una ética para ciudadanos se construye en procesos
educativos y se desarrolla políticamente en espacio público”, para lo cual
desarrolla tres premisas de interés, muy afines a la línea de formación de una
Justicia Social con pretensiones de equidad, igualdad material y sostenibilidad,
a saber:

1.- La educación debe convertirse más que en una simple transmisión de
información y saberes, para consolidar un proceso real de competencias
comunicativas entre los actores sociales. Esto implica que la Educación debe
tener una finalidad muy superior a la de simplemente formar personas altamente
capacitadas para desarrollar ciertos oficios que les permita insertarse
rápidamente en los procesos productivos que el Capitalismo Transnacional
demanda hoy en día.

2.- Una educación realmente comprometida con la formación ética y política de
los ciudadanos y las ciudadanas de la época contemporánea, debe tener en
cuenta los procesos de formación de competencias comunicativas y los
contextos en los que se demandan soluciones inmediatas a problemas reales.
Lo anterior supone la necesidad de determinar en contextos reales los tipos de
situaciones complejas, las problemáticas y las carencias que se evidencian en
ciertos grupos humanos, para poder establecer adecuadamente los procesos
educativos y pedagógicos más útiles y eficaces para tratar de resolver problemas
directos, muchos de ellos asociados a escasos niveles de desarrollo social,
económico y cultural.

3.- Una educación basada en la formación de competencias ciudadanas y
comunicativas permite establecer mejores relaciones de construcción de
sociedades democráticas, participativas y pluralistas. Esto significa que el punto
de partida para la conformación de una sociedad realmente democrática en la
que imperen los valores propios de la justicia social, no es otro que el de la
educación, entendida como todo un proceso de construcción de saberes,
prácticas y relaciones humanas en torno a fines y propósitos comunes.

Históricamente se ha visto cómo el papel de la educación, como institución
social, capaz de incorporar valores, reglas, normas y roles determinados en la
sociedad, ha sido asociado a modelos de pensamiento que dependen de las
relaciones económicas y de producción visibles en ciertos períodos
determinados. Por ejemplo, la educación medieval, que no pasaba de los
saberes permitidos por la Escolástica, obedecía a la necesidad de sostener un
statu quo propio de una sociedad dispersa y únicamente útil para la
consolidación del poder eclesial. El Medioevo, caracterizado por el modelo
feudalista de producción, admite la creación de las primeras universidades y
centros de pensamiento en Europa, pero con la particularidad de ser centros de
pensamiento para unos grupos muy reducidos de la población, y, especialmente,
basados en la reproducción de saberes que giraban en torno a la filosofía, de
modo que tanto el llamado Trivium (gramática, retórica y dialéctica) como el
Quadrivium (aritmética, geometría, astronomía y música) son útiles para la

preservación del modelo social existente y prolongado hasta el paso hacia la
modernidad.

Con la expansión del mercantilismo capitalista, los saberes se hacen mucho más
complicados y tienen que recurrir a nacientes necesidades de una sociedad que
hace más complejas sus relaciones económicas, como las derivadas del
conocimiento de la física, la política, la economía, la anatomía y las incipientes
ciencias naturales, exigencias evidentes en un sistema que iba dando paso a la
creación de una nueva clase social que se convertía, ya no solo en la depositaria
de los medios de producción sino también del conocimiento.

Con la transición hacia el capitalismo industrial, las necesidades educativas
cambiaron, y lo siguen haciendo, hoy con mucha más fuerza, en tiempos en que
la automatización y las tecnologías demandan nuevos saberes ante las
realidades de la economía global contemporánea.

Desde las teorías del funcionalismo estructural, visibles en la sociología, se ha
sostenido desde hace tiempo que la educación en sí misma comporta un valor
intrínseco relacionado con la necesidad de satisfacer “las exigencias de una
sociedad industrializada cada vez más compleja” (Gelles, 1996, 427), pues se
pasó del aprendizaje simple de los oficios inmediatos, como los relativos a la
producción agrícola o las actividades artesanales, que se inculcaban de
generación en generación, a actividades mucho más complejas en centros
educativos con ciertos respaldos institucionales de los Estados. Las sociedades
preindustriales pasaron de considerar a las familias como los entornos directos
de formación y educación para trasladarlos a centros disciplinares mucho más
complejos, como las nacientes escuelas, colegios y centros educativos, en los
que prevalecería el factor religioso y el conjunto de conocimientos para
incorporar a las nuevas generaciones a los nacientes procesos productivos
derivados de la industrialización.

Factores como la falta de capacidad de los padres para incorporar saberes
exigidos en las nuevas condiciones de industrialización del mundo, el
crecimiento de la fábrica como unidad de producción, desplazando la hacienda

o el latifundio, haciendo crecer de paso los centros urbanos en estas sociedades,
y generando nuevos tipos de empleos con personal cada vez más calificado,
hicieron que los centros educativos pasaran a tener roles más especializados,
primero en torno a saberes académicos más complejos, pero también en la
formación de hábitos de trabajo, orgullos ciudadanos y disciplinamiento social,
entendido tal concepto como conjunto de prácticas mediante las cuales las
instituciones, tanto públicas como privadas, procuran un control social, la reforma
o corrección de la conducta humana de los individuos y la consolidación de
nuevos paradigmas en las relaciones sociales, principalmente desde el castigo
como reacción a las conductas o comportamientos asumidos como “antisociales”
(Pegoraro, 1996, 71 – 72).

Para el Siglo XX, las escuelas se convirtieron en centros especiales de formación
en torno a la obtención de hábitos, habilidades y conocimientos que las
generaciones previas no poseían, pero también en centros en los que el ejercicio
de la disciplina social hacía énfasis en la formación de ciudadanos y ciudadanas
que tendrían que obedecer a roles previamente establecidos, dependientes, en
todo caso, de las nuevas realidades que imponía el capitalismo industrial. La
función esencial de las escuelas, según el funcionalismo estructural,
especialmente en la transición que significó el capitalismo industrial, se basó
principalmente en “inculcar respeto a la autoridad, obediencia, disciplina y
autoridad”, cualidades que los empleadores buscaban en sus trabajadores, y que
no eran fáciles de obtener en momentos en que las sociedades aún soportaban
los rezagos de las dependencias al sector primario de la Economía y que
imponían valores como la unidad familiar o el trabajo común como fuente de
riqueza (Gilles, 19 96, 429 – 430).

De la misma manera, cuando las relaciones económicas se hicieron mucho más
dinámicas, en torno a la inmersión en un capitalismo mundial, las necesidades
educativas se tornaron más complejas, y ello obedeció también, en parte, a la
creación de nuevos tipos de competencia por el estatus a partir de los títulos
académicos, la búsqueda de nuevos reconocimientos sociales y la necesidad de
superar ciertas estigmatizaciones sociales. El rol de la Educación, pensado como
un entramado de saberes, prácticas, conocimientos y funciones sociales,

comenzaría progresivamente a asociarse al éxito económico y al desarrollo
individual, bajo la lógica que la educación se constituía en un camino
relativamente seguro hacia el estatus social y económico, de modo que las
instituciones educativas pasaron a convertirse progresivamente en verdaderos
centros de poder social.

Para Gilles, la expansión del capitalismo industrial de la segunda mitad del Siglo
XX trajo nuevas realidades en las que ya una formación básica primaria o
secundaria eran insuficientes, de manera que “el aumento de las habilidades
especiales que requieren los trabajos han reducido más la cantidad de empleos
disponibles para los graduados en el bachillerato” (Gilles, 434), creando también
una diferenciación entre las instituciones educativas en función de la categoría o
clasificación social de las mismas, creando brechas entre colegios y
universidades de élite y otras de menor alcance. De hecho, se evidencia que en
tiempos como los actuales, en que la oferta educativa superior es relativamente
amplia por la proliferación de colegios y universidades, no todas tienen el mismo
nivel ni estatus social o económico, y que solo los egresados de determinados
centros de pensamiento, principalmente los de la élite académica, pueden tener
mayores probabilidades de éxito laboral.

Lo anterior refleja que la educación se ha convertido también en un producto de
mercado que responde a las necesidades de un capitalismo contemporáneo, en
que los saberes y conocimientos deben ser mucho más amplios que una simple
sumatoria de saberes para poder cumplir con roles económicos específicos. La
educación, como motor impulsor de desarrollo económico, social, cultural y
político, ha de abordar nuevas dimensiones y tratar de brindar nuevas respuestas
a las necesidades humanas en la época de la globalización.

Es a esto que algunas teorías sociológicas, especialmente desde Randall
Collins, han dado por llamar como “credencialismo”, que explica cómo el acceso
a las posiciones de privilegio social se da a partir de las credenciales educativas,
logrando nuevos niveles de competencia entre las instituciones educativas, que
a su vez, se convierten en instrumentos de selección en los ámbitos de
competencia laboral.

1.2.- La Economía de la Educación como modelo teórico en la formulación
de apuestas innovadoras

Una de las problemáticas más recurrentes en materia educativa, la constituye el
hecho de que no todas las instituciones educativas cuentan con los mismos
recursos, las mismas fuentes de ingresos o las mismas condiciones para un
óptimo funcionamiento. La separación existente entre educación pública y
privada pasa principalmente por las fuentes de financiación y las condiciones en
que operan las instituciones educativas, particularmente en torno a la
disponibilidad de recursos, instalaciones, dotaciones y personal capacitado. Ello
ha llevado a que la educación privada reporte resultados notoriamente más
elevados en las pruebas de conocimiento, que, sin bien son estándar, no pueden
comparar contextos diferentes y diferenciados en los que, por ejemplo, la
población que acude a las instituciones públicas, en muchos casos es población
que tiene dificultades a la hora de acceder a adecuados instrumentos de
seguridad alimentaria o a la de cobertura de NBI, lo que dificulta ostensiblemente
los procesos de aprendizaje.

Factores también asociados a la marginalidad y exclusión social, deserciones
escolares y baja cobertura en procesos pedagógicos adecuados para contextos
sociales determinados, han conducido a la generación de problemas que
evidencian brechas enormes en la calidad de la educación que suele ofrecerse
por parte de las instituciones públicas en contraste con las instituciones privadas,
muchas de las cuales se orientan a formar personas altamente capacitadas que
se inserten a los modelos productivos y a los más importantes puestos
estratégicos de poder de la sociedad. Y así como “las escuelas reflejan los
ideales de una sociedad” (Gilles, 443), es claro que en el modelo actual de
economía transnacionalizada las necesidades educativas son mucho más
complejas en tanto responden a los idearios de un modelo capitalista productivo
enfatizado en el uso de tecnologías y en la sistematización, realidades
completamente diferentes a aquellas que se exigieron durante siglos y que
estaban vinculadas a un modelo homogéneo de producción económica.

Las nuevas realidades imponen nuevas orientaciones en los procesos de
formación. Si bien es cierto que los procesos educativos que exige la
contemporaneidad buscan una mayor capacitación especializada en ciertas
áreas específicas del conocimiento, no es menos cierto que los valores
reclamables de los procesos educativos deben tener también la pretensión de
responder a búsquedas conjuntas de valores comunes a la Humanidad, tales
como la justicia, la equidad, el desarrollo sostenible, la igualdad social, la
solidaridad y la democracia, entre otros, los cuales deben ser materia de
discusión en todos los escenarios educativos. Al respecto, el profesor Hoyos
sostiene:
“Buscamos una pedagogía como propósito social de transformación de la
civilidad moderna para la creación de una cultura del pluralismo, de la
solidaridad, de la corresponsabilidad, de la aceptación de las diferencias, del
diálogo y la formación ciudadanas, del conocimiento para el progreso, para el
desarrollo y para la inclusión social” (2005, 46).

Esta resignificación del papel educativo supone fuertes transformaciones en los
procesos de producción de conocimiento, incorporando nuevas formas de razón
que obligan a replantear los paradigmas vigentes sobre ciencia y tecnología, de
modo que ya no es posible explicar las transformaciones pedagógicas desde una
única racionalidad: las condiciones de un mundo globalizado y cada vez más
dependiente de las tecnologías y las telecomunicaciones obligan a repensar
nuevas racionalidades que se expresarán en las nuevas necesidades educativas
(Mejía; 2012, 132 – 133).

Quizás una de las preguntas más importantes que siguen sin respuesta, en
nuestro contexto actual, es, ¿cómo y para qué educar en la Era de la
Globalización? La aparición de nuevas realidades asociadas a un mundo cada
vez más dependiente de las tecnologías obliga a tecnificar también los saberes,
pero ello no obsta a que los nuevos procesos educativos sacrifiquen valores
comunes que no dependen únicamente del modelo económico productivo
imperante.

Adicional a la educación en función de la capacitación para la correcta
transformación de las relaciones económicas, la educación también se
constituye en un importante punto de partida para la creación de procesos de
transformación social, empezando por entender la calidad de vida como el eje
nuclear de la sociedad (Mejía, 2012, 171). Valores homogéneos a todas las
sociedades, que reivindican el sentido de la educación como medio de progreso
y cambio social en función de alcanzar objetivos comunes, como la paz, la
equidad o la justicia, permiten pensar que las reglas sobre el cómo educar en la
sociedad globalizada deben ser coherentes con los contextos específicos de los
grupos humanos y con sus realidades inmediatas, y que las finalidades o
propósitos de esa educación deben orientarse a una mejor inserción en los
planes de desarrollo y progreso socioeconómico, lo que obliga a que los Estados
reasuman sus responsabilidades en materia de políticas públicas educativas.

Uno de los pensadores latinoamericanos más incidentes en materia de
pedagogía y educación, Paulo Freire, contrapone el modelo bancario de la
Educación, entendido como un somero ejercicio basado en el depósito de datos
e informaciones a los Educandos desde una posición vertical y autoritaria, a los
paradigmas de una Pedagogía para la Liberación, desde el diálogo, la
problematización y el reconocimiento del mundo real y sus conflictos, factores
realmente decisorios a la hora de procurar vías adecuadas para una Pedagogía
emancipadora. Al respecto, Freire señala:
“La educación que se impone a quienes verdaderamente se comprometen con
la liberación no puede basarse en una comprensión de los hombres como seres
“vacíos” a quien el mundo “llena” con contenidos; no puede basarse en una
conciencia espacializada, mecánicamente dividida, sino en los hombres como
“cuerpos conscientes” y en la conciencia como conciencia intencionada al
mundo. No puede ser la del depósito de contenidos, sino la de la
problematización de los hombres en sus relaciones con el mundo” (Freire;

2011, 90).

Para este importante pensador latinoamericano, el problema de la educación,
como ha sido concebida tradicionalmente, es que ha sido pensada y puesta en

práctica para insertar mecánicamente a los seres humanos a las cadenas de
producción, pero no ha sido lo suficientemente responsable para ayudar a los
grupos humanos a pensar por sí mismos y procurar medios de emancipación
humana, a propósito de valores más elevados que los relativos únicamente a las
dinámicas del mercado.

En tal medida, el obligarse por parte de educadores y educandos a reflexionar
activamente sobre las realidades y contextos, se constituye en una adecuada
práctica de Pedagogía para la Liberación, en la cual se otorga un valor agregado
al colectivo social superando las barreras del egoísmo; en efecto, contrario a un
modelo

educativo

pensado

únicamente

en

función

individualista

de

reconocimiento social y estatus, “la educación, como práctica de la libertad (…)
implica la negación del hombre abstracto, aislado, suelto, desligado del mundo,
así como la negación del mundo como una realidad ausente de los hombres”
(Freire, 2011, 94).

Sin desconocer que las realidades contemporáneas parecen exigir de los
modelos

educativos

una

mayor

participación

en

la

construcción

de

conocimientos útiles para el funcionamiento y las dinámicas del mercado, y que
ello conduce a riesgos como los procesos de deshumanización de la Educación
debido a “la ideología anticolectivista basada en el mercado”, como sugiere
Bernstein (1993, 71), lo cierto es que la Educación como instrumento social de
cambio y desarrollo adquiere una nueva dimensión en torno a “lo político”, es
decir, ese criterio de acción que obedece a valores y responde a lógicas
colectivas más imperantes.
Volviendo a Freire, “la acción educativa y la acción política no pueden prescindir
del conocimiento crítico” (Freire, 2011, 117) que se exige desde el
reconocimiento de los contextos en que se evidencian las necesidades
educativas, principalmente en torno a las condiciones económicas, históricas,
sociales y culturales de los grupos poblacionales.

La conformación de un pensamiento crítico, reflexivo, pensado en el
entendimiento de los fenómenos sociales, naturales, políticos, sociales e

históricos, se convierte en una especie de “antídoto” contra los tradicionales
modelos pedagógicos pensados desde la óptica uniforme de la disciplina vertical
y el condicionamiento hacia una actividad económicamente productiva. Una
educación pensada en valores colectivos, como la paz, la equidad social o la
democracia, necesariamente debe ser una educación crítica y abierta a la crítica,
susceptible de admitir errores y de formular propuestas y alternativas de mejora,
lo que exige también de una mayor distribución de los recursos públicos para la
Educación y de una reformulación de las políticas públicas sectoriales.

En consecuencia, se coincide con Estanislao Zuleta cuando señala que un
sistema educativo pensado para la transformación social, debe ser permeable a
admitir el desarrollo de un pensamiento crítico y reflexivo tanto en lo formal como
en los contenidos (Zuleta, 1995, 113), capaz de permitir a los individuos
desarrollar capacidades de pensamiento propio y autónomo, aprender saberes
útiles en sus entornos inmediatos y, sobre todo, desarrollar capacidad de generar
conciencia crítica, racional y reflexiva, que contribuya a entender problemas
reales en torno a sus causas, efectos y consecuencias, pero también procurar
soluciones con base en los insumos de los cuales se dispone.

CAPÍTULO 2
POLÍTICAS PÚBLICAS EDUCATIVAS EN COLOMBIA.

Uno de los aspectos más relevantes vistos como objeto central de estudio de la
llamada economía de la educación, es el análisis que se ha hecho históricamente
sobre las relaciones de causalidad entre educación y desarrollo, ya sea porque
confluyen dos variables, la primera, si el desarrollo educativo de un país es
resultado de su crecimiento económico, o si, por el contrario, la educación es
uno de los factores asociados a ese crecimiento y desarrollo, como lo plantea
Morduchowicz (2004, 27), quien destaca que, a diferencia de los procesos
automatizados de producción, al rescatar los capitales humanos en las
sociedades industrializadas, se fomenta también la capacidad de aprendizaje y
las oportunidades de más y mejor formación.

Pero, como lo advierte el mismo autor, la economía de la educación presenta
también un problema mayúsculo, relacionado ya no con la función de la
educación en los contextos socioeconómicos, sino con la distribución de
recursos en tanto que “la elección entre las diferentes formas de invertir los
recursos es un problema económico básico que enfrentan tanto los individuos
como los gobiernos” (Morduchowicz; 2004, 78), lo que necesariamente pasa por
las prioridades presupuestales y las reglas fiscales de cada Estado, sobre todo
en aquellos Estados en vías de desarrollo que cuentan con recursos limitados
para atención prioritaria en materia e inversión social.

En consecuencia, las necesidades visibles en países en vías de desarrollo o con
menores índices de ingresos y de capitales, se pueden traducir también en
debilidades estructurales de sus modelos educativos, que muchas veces se
desconectan de los contextos inmediatos, siendo esta una de las primeras
necesidades a atender en materia de construcción de Políticas Públicas
Educativas para el Desarrollo, la Inclusión, la Paz, la Equidad y la Justicia Social.

La educación ha sido una problemática constante en materia de políticas
públicas en todas las sociedades modernas y contemporáneas. Colombia no ha
sido la excepción. Desde el inicio de nuestra vida como Estado republicano, tanto
a nivel nacional como territorial, la Educación ha estado presente en la agenda
de las políticas públicas, con la expedición de diferentes normas como la reforma
constitucional de 1886, pasando por desarrollos legislativos de especial interés,
como la Ley 39 de 1903 “Sobre Instrucción Pública”, que, concordante con el
Estado confesional de la época, le asignó a la Iglesia Católica la labor de
organizar y dirigir la Instrucción Pública, dividida en Primaria, Secundaria,
Industrial y Profesional; la Ley 111 de 1960 “Por la cual se dictan disposiciones
sobre el pago del personal del Magisterio de Enseñanza Primaria”, mediante la
cual la Nación se hizo cargo del pago de los sueldos del Magisterio Oficial de
Enseñanza Primaria en todo el territorio nacional; o la Ley 715 de 2001, “Por la
cual se dictan normas orgánicas en materia de recursos y competencias de
conformidad con los artículos 151, 288, 356 y 357 (Acto Legislativo 01 de 2001)
de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones para organizar la

prestación de los servicios de educación y salud, entre otros”, que estableció el
Sistema General de Participaciones y determinó una participación presupuestal
específica para el servicio educativo a nivel nacional mediante instrumentos
presupuestales como las transferencias a los entes territoriales.

En el marco de los distintos procesos de modernización del Estado, llama
particularmente la atención el paulatino proceso de descentralización y de
autonomía de las entidades territoriales, que, para el caso del sector educación,
tiene sus orígenes en el Decreto 3157 de 1968, “Por el cual se reorganiza el
Ministerio de Educación Nacional y se estructura el sector educativo de la
Nación”, y cuyos artículos 29 y siguientes permitieron la creación de los Fondos
Educativos Regionales como instrumentos de canalización de los recursos
oficiales del nivel nacional y los niveles territoriales de orden departamental,
distrital y municipal, para atender al sostenimiento y expansión de los servicios

educativos en los planteles oficiales de educación elemental, media y de
carreras intermedias.
Pero, con ocasión de la expedición de la Constitución Política de 1991, el
proceso de modernización y descentralización del Estado tiene una serie de
importantes novedades en todos los sectores de la Administración Pública,
incluyendo obviamente el servicio de educación. De hecho, las reformas que se
venían produciendo desde fines de la década de los 80 en Colombia en materia
de educación, se orientaban a la formulación de políticas públicas educativas
que cumplieran con una serie de objetivos, tales como: i) la superación de las
limitaciones del sector educativo a mediano y largo plazo; ii) el otorgamiento a
las autoridades públicas sectoriales de mayores instrumentos de acción para
alcanzar mayores coberturas en atención a las necesidades y demandas
educativas; iii) la mejora de la calidad de la educación en todos los niveles; iv) la
fijación de prioridades educativas; v) la flexibilización de las políticas educativas
en torno a las nuevas realidades de la descentralización administrativa del país;
vi) el control y la evaluación del impacto del nivel educativo; vii) el incremento de
la eficiencia en la prestación del servicio; viii) la reforma al aparato administrativo
central para desarrollar más procesos de descentralización y flexibilidad en la
prestación del servicio, entre varios otros (González; 1997, 405-407), propósitos

que siguen estando en el primer orden de las necesidades del servicio educativo
en Colombia.

No puede perderse de vista que el servicio educativo, ya no solo a nivel interno,
sino también a nivel mundial, se ve obligado a responder a una serie de lógicas
y principios propios del modelo económico y las políticas públicas que se
desarrollan bajo su orientación. En tal sentido, se tiene coincidencia con Diego
Arias, para quien “la globalización capitalista ha hecho uso de las políticas
públicas para imponer su lógica en detrimento del bienestar de las mayorías y
del campo social, en particular, dada la reconfiguración que se le impone al
Estado” (2014, 72), lo que, en efecto, para el caso colombiano, se ha traducido
en la implementación de un modelo económico ampliamente neoliberal desde la
propia Constitución Política, que parece contradecir los postulados centrales del
modelo de Estado Social de Derecho, en el que servicios públicos como la
educación o la salud son pilares fundamentales en una sociedad que pretende
ser más justa y equitativa.
Arias asocia las políticas públicas a un “escenario de disputa discursiva en el que
diferentes actores e instituciones buscan imponer sus lógicas y sentidos
determinados” (2014), tomando como referencia al pensador francés Pierre
Bourdieu, en el sentido de idear la noción de “campo” para explicar las complejas
relaciones sociales de la contemporaneidad. Aplicando la idea del “campo” en
materia de políticas públicas educativas, Arias explica cómo la educación se ha
convertido en una serie de instrumentos para la provisión de oportunidades
individuales y colectivas de desarrollo, y también como un sistema útil para el
fomento de la capacidad productiva de los países, pero también como un reflejo
directo de las relaciones de poder y el funcionamiento propio de las clases
económicas y sociales, en las que, obviamente, existen antagonismos y luchas
permanentes, cada vez más visibles al observar el papel instrumental de la
educación en torno al sostenimiento de las relaciones de dominación económica.

Al respecto, y siguiendo nuevamente a Bourdieu, citado por Arias, al usar la
metáfora del campo, indefectiblemente se deben mencionar las relaciones
objetivas individuales, institucionales, colectivas, grupales o comunes, así como

a los posibles intereses que se evidencian en todo sistema social, fines,
propósitos, idearios, éticas o discursos que pueden llegar a variar en la medida
en que cambien los comunes denominadores o los referentes que ejercen las
relaciones de poder.

De ahí que, dadas las constantes orientaciones de las políticas gubernamentales
de turno, las políticas públicas terminan por sujetarse a las condiciones
impuestas por otros elementos del campo, por otras variables del sistema, por
otros actores e intereses, y, por supuesto, a otras voluntades, las voluntades
propias de los sujetos, actores e instituciones que manejan el poder. Esto se
evidencia en el manejo del servicio público educativo, en la medida en que cada
vez más asistimos a propuestas de planes de reformas educativas, orientadas a
una mayor cobertura y extensión de la educación a nivel geográfico, pero con
muy poca profundidad en materia de calidad, tal como lo han revelado las últimas
reformas al Sistema Educativo Nacional, orientadas a la capacitación técnica,
barata y dirigida a la pronta inclusión en los mercados laborales al servicio del
capital imperante, pero con muy poca capacidad de crítica, conciencia y
compromiso social, generando una especie de “mano de obra barata pero
calificada”, experta en facilitar el movimiento de las empresas e industrias en
torno al modelo económico, pero con muy poca o casi nula capacidad política de
acción.
En consecuencia, al hablar de política pública hay que hablar de la acción directa
del Estado que se encarga de legislar, implementar instrumentos técnicos de
administración y gobierno y disponer de medios y recursos para la garantía de
los derechos y libertades y el cumplimiento de los deberes y obligaciones de los
ciudadanos (Arias, 2014, 71). Pero estas políticas obedecen a intereses, a
planes, a proyecciones y a planeaciones determinadas. Como es de suponer, al
hablar de políticas públicas en educación, hay que procurar identificar cuáles son
los fines, propósitos y objetivos del por qué, para qué y a quiénes educar, en
tiempos en que la sociedad, por lo menos, la colombiana, se debate entre la
descentralización administrativa, la mayor autonomía de las entidades
territoriales, la educación como derecho económico y social de carácter
fundamental y el modelo económico neoliberal propio de la globalización.

Durante los últimos gobiernos nacionales en Colombia, se han evidenciado unas
claras tendencias a orientar las políticas educativas en función a los
compromisos que el Estado ha adquirido con entes supranacionales,
especialmente del sector bancario y financiero, como el Banco Mundial o el
Fondo Monetario Internacional (Arias, 2014, 75), especialmente en materia de
ajustes fiscales y descentralización, junto con otra serie de medidas que han
afectado sustancialmente el servicio educativo desde la perspectiva de los
actores, en particular, el cuerpo docente, tales como la desprofesionalización de
los cuerpos docentes, la escasa demanda de servicios educativos en ciertos
sectores o regiones, la variedad de costos o la oferta de diferentes clases de
servicios de educación, desde los de mayor calidad hasta los de menor calidad,
dependiendo de la capacidad adquisitiva de las personas.

En este orden de ideas, los problemas centrales del sistema educativo terminan
por condicionarse a planes temporales a corto y mediano plazo, pero solo en
función de las condiciones del mercado y la desregularización de la profesión
docente, cada vez más amenazada por los sistemas de evaluación que
desdibujan el verdadero ejercicio de construcción de conocimientos, y solamente
se limitan a procurar óptimos resultados en pruebas de medición sujetas a
estándares internacionales incapaces de atender a los contextos reales de
educadores y educandos, minimizando ciertos tipos de saberes necesarios y
esenciales en la formación integral de las personas, como las artes o las lúdicas
(Arias, 2014, 78), pero cuyos resultados son útiles solo en función de la inmersión
en el mercado laboral de base que requiere mano de obra experta pero incapaz
de generar conocimiento crítico en contexto.

En tales condiciones, lo que se advierte es que las reformas en las políticas
públicas educativas en Colombia terminan por subordinarse a las exigencias y
condiciones internacionales, que difícilmente se terminan por adaptar a las
realidades contextuales de una sociedad que sigue teniendo graves problemas
de subdesarrollo económico, pues, a pesar de que el modelo político colombiano
implantado con la Constitución de 1991, que pretendió apartarse con fuerza de
los planes intervencionistas del Estado en la economía nacional, pujando por
una mayor fuerza del mercado privado (Kalmanovitz, 1994, 567 – 568), con el

paso de los años pudo advertir que el país aún no estaba preparado para una
adecuada competencia privada en diferentes sectores económicos y de
prestación de servicios, como lo es el caso específico de la educación, en el que
la mayoría de la población de escasos recursos se ve precisada a acudir, en el
mejor de los casos, a la Educación Pública en sus niveles preescolar, básica y
media, en algunos casos, sacrificando estándares de calidad y mejores
posibilidades de formación, aunque también se advierta la existencia de ofertas
de servicios educativos públicos de mejor calidad que muchos centros privados
de “baja calidad”, de modo que no se dan las condiciones para que el Estado
pueda brindar servicios educativos de calidad a la grandes capas poblacionales
en las mismas condiciones que la educación de élite, onerosa y excluyente por
naturaleza, a diferencia de lo que puede hacer el sector privado, obviamente con
la elevación de costos que no todos los grupos humanos pueden costear.

A lo anterior se suma el hecho que se pretenda estandarizar un mismo plan
educativo nacional en torno a un mismo modelo pedagógico y un conjunto de
prácticas pedagógicas, sin tener en cuenta las condiciones reales de los grupos
poblacionales y, en especial, los grupos de educandos en contextos reales e
inmediatos, lo cual es un error estructural del sistema educativo ya que
solamente se enfoca en la inmersión de los estudiantes en un sistema económico
unimodal, hecho éste que desconoce por completo las posibilidades de
desarrollo social, económico y político, en lo individual y en lo colectivo, en
aquellas regiones en las que el Estado ha sido tradicionalmente insuficiente para
resolver aquellas NBI que siguen reclamándose aún en la era de la civilización
tecnológica.

Con base en lo anterior, para los efectos propios del presente trabajo, se
considera importante hacer algunas precisiones acerca de los diferentes
modelos educativos y pedagógicos, a fin de identificar algunas de las más
relevantes problemáticas presentes en contextos como el colombiano, en
general, de cara al análisis de caso que más adelante se propone,
específicamente para la zona rural de Sumapaz, en el Distrito Capital de Bogotá.

2.1.- Modelos Educativos y Pedagógicos: Las problemáticas visibles en
contextos reales.

Para el reconocido profesor Julián De Zubiría, durante los últimos tres siglos la
historia de la educación se puede entender desde el antagonismo existente entre
dos perspectivas pedagógicas diferentes, pues, por un lado, se encuentra la que
se orienta a instruir, enseñar y formar, pero, por otro lado, existe una orientación
que se dedica a relacionar a la persona con su entorno objetivo, con la materia
(De Zubiría; 2011, 23-24). No es una tarea fácil. La educación, entonces, deja de
entenderse como una simple transmisión de información y modelaje de
comportamientos, para convertirse en una relación directa entre sujetos y
objetos. Para el citado autor, “el problema esencial de toda educación es resolver
el interrogante en torno al tipo de hombre y de sociedad que se quiere contribuir
a formar” (De Zubiría, 41). Es este justamente el principal interrogante que se
abre sobre los fines y propósitos de la educación, y, obviamente, la cuestión
sobre las formas e instrumentos pedagógicos, en el entendido que la educación
es también un complejo ejercicio político de compromiso entre la persona y la
sociedad.

En este sentido, y, apelando a la teoría especializada, los modelos pedagógicos
se conciben como conjuntos de principios teóricos capaces de explicar y guiar la
construcción de currículos, y, a su vez, orientar las prácticas educativas (Behar,
Passerino, Bernardi; 2007). Los modelos pedagógicos, entonces, se constituyen
en presupuestos y perspectivas en torno a las cuales habrán de moverse las
prácticas pedagógicas, y que responden a las visiones, orientaciones y
propósitos políticos, éticos, sociales y económicos de sus promotores, tanto en
lo individual como lo colectivo y lo institucional.

Para De Zubiría (46), los modelos pedagógicos, independientemente de sus
orientaciones, visiones o componentes, son útiles en la medida en que pretenden
dar respuestas a las inquietudes sobre los fines y propósitos de la educación
como sistema, y, para lograrlo, cada modelo actualmente existente profundiza
ciertas dimensiones, principios, propósitos o fines, que responden a las

expectativas creadas en torno a las formas y los contenidos de la educación,
pasando desde la proyección y planeación hasta los procesos evaluativos, tan
útiles a la hora de establecer mediciones en torno a competencias formativas.

El primero de los modelos pedagógicos, quizás uno de los más representativos
y empleados a nivel mundial, es el conocido como Escuela o Pedagogía
Tradicional. Este modelo, caracterizado por ser el sistema empleado en la
mayoría de las escuelas del mundo, se identifica con el rol del docente
transmitiendo conocimientos e información que luego será objeto de evaluación
que examina la capacidad de retentiva y memoria del educando. Desde esta
perspectiva, la pedagogía tradicional se basa en la imposición del conocimiento
como símbolo de autoridad, disciplina y formación de identidad sobre la base de
las tradiciones ya construidas. Como es de suponerse, los principales valores de
este modelo son la disciplina, la obediencia, la reiteración o repetición de saberes
y de información adquirida, la capacidad de memorización y la subordinación a
las normas, las personas y los sistemas (De Zubiría, 75 – 59).

Como es de suponerse, la persistencia de este modelo pedagógico, basado en
la disciplina, el control y la obediencia, acompañada de saberes útiles para un
fin concreto, es el modelo por excelencia de las instituciones disciplinares
tradicionales como la fábrica, punto de encuentro central de las relaciones
económicas de producción capitalista surgida a partir de la Industrialización. De
hecho, el usar a la fábrica como eje del mundo social, económico, productivo y
político desde el Siglo XVIII y hasta nuestros días, casi como un apéndice de las
escuelas en las que se formaban ciudadanos en torno a valores colectivos, como
la familia, el Estado, la fe, pero económicamente útiles para servir a un sistema
particular de producción, se ha convertido en una de las más exitosas
experiencias en materia de productividad económica, pero también de castración
a la acción política, haciendo olvidar adrede que la educación es y debe ser una
constante práctica de libertad que haga al ser humano relacionarse directamente
con su entorno y su realidad visible e inmediata (Freire, 2011).

El modelo pedagógico propio de la Escuela Tradicional es útil para reproducir las
condiciones de subordinación social en torno a la jerarquización vertical de las

sociedades en torno a las relaciones de producción imperantes, justamente por
ser la apuesta pedagógica del modelo económico y social imperante desde la
expansión del capitalismo, y, en términos de Durkheim, citado por De Zubiría
(80), ha impuesto formas de ver, de sentir, de pensar, de actuar, conforme a los
patrones que la sociedad existente exige, en función siempre de la sujeción, la
obediencia, la sumisión y la repetición de saberes prácticos necesarios para
insertarse adecuadamente en el modelo productivo existente.

En contraste, con la aparición de nuevos movimientos sociales de carácter
contestatario, como las luchas obreras y el avance del pensamiento heredado
de la Ilustración, como las corrientes cientifistas y positivistas, a finales del Siglo
XIX surge en Europa una nueva corriente de pensamiento en torno a la
pedagogía y la educación, que se centra en los fundamentos básicos del
liberalismo clásico, la libertad y la igualdad, como pilares del desarrollo individual
y social. Este marco filosófico dará origen a un nuevo modelo pedagógico,
llamado Escuela Nueva o Escuela Activa, sustentado en premisas muy propias
del liberalismo capitalista, individualista por excelencia, capaz de racionalizar los
procesos naturales de formación de los seres humanos, las cosas, los elementos
de la naturaleza, siempre en función de aquello que realmente interesara al
individuo. Herbart, citado también por De Zubiría, sostendría que una educación
exitosa sería solo aquella que permitiría aprender lo que realmente se
interesaba, de modo que “la escuela no puede proponerse la formación para la
vida futura, sino que lo deseable es que se constituya en una forma propia de
vida del infante” (De Zubiría, 111).

A diferencia de la Escuela Tradicional, la Escuela Activa se propondrá la defensa
de la acción, la vivencia y la experimentación como condiciones necesarias para
un correcto aprendizaje. Esta apuesta por un nuevo modelo pedagógico se
traducirá en la manera por excelencia de aprendizaje vivencial, a partir de la
realización, de la actividad, de la participación directa del educando en sus
propios procesos de formación. En contraste con la transmisión autoritaria y
disciplinante de información, la Escuela Activa busca que el aprendizaje se
genere a partir de las propias experiencias creativas del sujeto, cada vez más

interesado en prepararse para la vida, en un entorno y contexto específico,
haciendo del método inductivo su principal canal de difusión.

Este modelo pedagógico será revolucionario y altamente funcional para los
procesos económicos de los Siglos XIX y XX, determinados por la
industrialización y la tecnificación de los procesos de producción. “aprender
haciendo”, como parece ser la principal campaña del modelo pedagógico de la
Escuela Activa, será muy conveniente para incorporar los saberes prácticos que
se requerirán en la vida inmediata y futura, lo que incidirá en la expansión del
modelo capitalista de pensamiento, en el que las libertades individuales,
principalmente las económicas, dependerán en mucho de las capacidades
individuales de acción y de realización del sujeto, previos procesos de
racionalización y comprensión de sus realidades y entornos.

Sin estar exenta de problemáticas en su implementación, como la lucha contra
las corrientes tradicionalistas, o las complejidades propias de la materialización
de evaluaciones integrales, la Escuela Activa, como modelo pedagógico, sería
una corriente muy progresista, implementada poco a poco en países con
adecuados grados de desarrollo, pero no tan fácilmente en países en vías de
desarrollo o subdesarrollados, principalmente por las dificultades materiales de
contar con instrumentos adecuados para la formación integral que propone este
Modelo.

Para tratar de resolver varias de las dudas que la Escuela Activa seguía
generando, con la expansión del pensamiento científico, surge una corriente
pedagógica que ha sido llamada Constructivismo, que se explica desde la
propia construcción del ser humano de sus propias representaciones del mundo
real, producto de las experiencias, y la formulación de explicaciones, teorías,
términos y conceptos propios para redefinir esas realidades (De Zubiría, 160 –
161). Como su nombre lo indica, se trata de que el individuo sea capaz de
construir su propio conocimiento, a partir de las realidades experienciales, de
modo que el sistema de Aprendizaje Significativo se convierte en un nuevo
paradigma, en el cual “las ideas se relacionan sustancialmente con lo que el
alumno ya sabe” (De Zubiría, 166), siendo un modelo altamente beneficioso para

los procesos de educación personalizada, cada vez más urgente y necesaria,
sobre todo en sociedades tecnificadas y dependientes de la automatización de
las relaciones de producción.

En momentos en que las relaciones de producción económica a nivel mundial
dependen cada vez más de la ciencia y la tecnología, las corrientes pedagógicas
Constructivistas son importantes instrumentos de formación e inmersión en la
economía en tanto que esta propuesta pedagógica se orienta a la potenciación
y el desarrollo de competencias en los estudiantes, mediante acciones,
procedimientos y propósitos orientados a fines o metas específicas, sobre la
base de “contenidos actitudinales”, esto es, principios, actitudes, valores o
postulados sobre los cuales habrán de girar las experiencias educativas (De
Zubiría, 171-173). Este nuevo modelo de pensamiento se trasladará en períodos
muy recientes a las empresas privadas y las entidades públicas en múltiples
países, bajo los principios rectores de la llamada Responsabilidad Social
Empresarial, en el que nuevos idearios éticos, axiológicos y valorativos entran a
tomar fuerza en el mundo de la productividad laboral, destacando el compromiso
social de las corporaciones, tanto estatales como privadas, retos que se imponen
como prioridades cada vez mayores ante la Comunidad Internacional, como
estrategias pensadas para disminuir los índices de inequidad y subdesarrollo
(Duque, 2013, 197-199).

2.2.- Modelos Pedagógicos en Políticas Educativas para la Equidad y el
Desarrollo.

A partir de lo anterior, y desde los más importantes elementos de los principales
modelos pedagógicos, lo cierto es que las realidades económicas, sociales,
políticas y culturales del mundo han cambiado, haciendo necesario también
cambiar las visiones de la educación y la pedagogía. Las relaciones de
producción se han automatizado: la tecnología, la ciencia, las comunicaciones y
los procesos de producción e intercambio han avanzado a pasos agigantados, y
las competencias exigidas en el mundo de la contemporaneidad son cada vez
mayores. Uno de los rasgos más característicos de la Post – Modernidad, en
materia pedagógica, es quizás el entendimiento y la comprensión del

conocimiento entendido como “un instrumento de la vida para enfrentar los
problemas que nos surgen de continuo, y buscar, mediante la elaboración de
hipótesis, darles la solución que mejor convenga a nuestro bienestar” (Díaz,
2005, 101).

Es lógico suponer, entonces, que ante los grandes cambios en las relaciones
sociales, económicas y políticas, sea necesario también cambiar las estrategias
educativas, principalmente en función de las nuevas necesidades, realidades y
exigencias de un mundo cada vez más tecnificado. Por consiguiente, los
procesos educativos y de formación deben responder a esas nuevas realidades,
especialmente en contextos en los que los recursos económicos son limitados y
no existe una correcta distribución de la riqueza, hechos objetivos que obligan a
procurar nuevas fuentes de generación de riqueza y desarrollo.

En este orden de ideas, y, siguiendo las líneas teóricas de la pedagogía, dentro
de las corrientes constructivistas llama mucho la atención la línea de los llamados
Aprendizajes Significativos, conforme a los cuales el individuo no se limita a
construir sus propios conocimientos, sino que también se vale de asimilar
conceptos del mundo exterior para reinventarlos y darles una utilidad práctica en
la vida real. Las necesidades de un mundo contemporáneo exigen nuevos
modelos de participación, formación y acción, anclados en postulados teóricos
que superen la simple transmisión de información y la circulación de datos, para
convertirse en un conjunto de nuevas experiencias que permitan al individuo
insertarse satisfactoriamente en los procesos de producción, pero también en los
sistemas de generación de riqueza, tal como se puede advertir en los crecientes
procesos de emprendimiento, creación de empresa y autodesarrollo individual.
Esto exige que haya crecido el interés generalizado por “adquirir una
capacitación de corte más pragmático, para poder así enfrentar el reto de la
industrialización” (Sánchez, 2005, 146), y garantizar que los procesos de
formación se vinculen cada vez más a las expectativas de desarrollo y
crecimiento económico y social de nuestros tiempos.

Los procesos de formación y de educación no pueden ser ajenos a estas
realidades. Hoy por hoy se busca que las personas sean formadas en procesos

mucho más dinámicos, involucrándose al efecto varias herramientas de
aprendizaje denominadas Metodologías Activas, propias del modelo pedagógico
de la Escuela Nueva, y que contribuyen al fortalecimiento del Aprendizaje
Significativo, y que se valen de diferentes formas para generar mucha mayor
participación del estudiante en su proceso pedagógico. Estas metodologías
permiten acercarse a una realidad inmediata, a contextos reales, a
interrelaciones directas entre el individuo y los objetos, mediante manipulación
de contenidos, elaboración y transformación del material objeto de conocimiento
(De Zubiría, 135-38).

Las Metodologías Activas pueden variar en sus formas, pero sus propósitos son
los mismos: acercar a las personas a las realidades y fomentar aprendizajes que
los individuos consideren necesarios y útiles para sus vidas personales. Para
ello, en los últimos tiempos se han venido promoviendo y desarrollando
diferentes herramientas que caben dentro del campo de las Metodologías
Activas, tales como los contratos de aprendizaje, las lecciones magistrales
participativas, las técnicas expositivas, la simulación, el aprendizaje a través de
casos, el aula invertida, el aprendizaje basado en proyectos, el aprendizaje
basado en problemas, el aprendizaje cooperativo o el aprendizaje basado en
portafolios, líneas de acción cada vez más visibles en los Proyectos Educativos
Institucionales de las instituciones de educación, tanto Preescolar, Básica y
Media como Superior.

Este tipo de técnicas pretenden, en consonancia con los postulados propios de
la Escuela Nueva o Activa, centrar los procesos de formación en el individuo que
aprende y no en el educador autoritario que enseña. En tal sentido, el objeto
central de esta apuesta es la garantía por el respeto y la promoción de los
intereses del estudiante, a fin de procurar adquirir ya no solo respuestas a unos
interrogantes teóricos, sino también responder a sus necesidades, preguntas y
motivaciones (De Zubiría, 139). De esta manera, puede afirmarse que esta clase
de nuevos procesos de aprendizaje pretenden romper los tradicionales
paradigmas de una educación pensada en función de la inmersión en el sistema
económico mecánico y generar nuevas expectativas de crecimiento individual en

desarrollo de metodologías, técnicas instrumentales y procesos formativos
realmente asociados a los contextos y necesidades humanas.

Para Alejandro Morduchowicz, parte de las problemáticas en materia educativa
se sustentan en las excusas sobre los costos y sobrecostos que la educación de
calidad genera para los Estados y los déficits fiscales que se pueden producir.
En esta lógica, advierte el autor en cita que “el análisis de costos permite
documentar la eficiencia en el uso de los recursos en las escuelas, así como la
equidad en el gasto público en educación” (Morduchowicz, 2004, 123). Parece
ser obvio que una educación de calidad exige mayores recursos y presupuestos,
en materia de plantas docentes más calificadas, más motivadas y mejor
remuneradas, en materia de infraestructuras y equipos, recursos y materiales de
apoyo e instrumentos que puedan dotar los espacios educativos de mejores
condiciones para fortalecer los procesos y metodologías de enseñanza y
aprendizaje. Pero esta tarea, que no es nada fácil, no resulta ser tan utópica si
se advierte que las propias comunidades pueden llegar a estar en condiciones
de generar sus propios crecimientos de acuerdo con sus propias realidades, sin
que ello implique necesariamente que el Estado central se desentienda de su
papel y su función en materia de garante de la inversión social. Más allá de
considerar las transferencias de recursos como un inevitable gasto social, es
tarea primordial de los Gobiernos de turno planificar verdaderas políticas
públicas de Estado en materia educativa, que no solo garanticen una mejor
calidad en la Educación Pública, sino que también fomenten los procesos
metodológicos

de

crecimiento,
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Significativos, que permitan crear y recrear diálogos e interacciones
permanentes para resignificar los cambios educativos y sociales que las
comunidades necesitan, vistas en contexto y vistas desde las posibilidades
inmediatas y los entornos inmediatos de dichas comunidades (Arias; 214, 8788).

Para los fines propios del presente trabajo, y, siguiendo la línea conductora hasta
aquí empleada, se considera que las herramientas y los instrumentos
metodológicos que propone la Escuela Nueva o Activa, mediante procesos de
formación soportados en técnicas propias de los Aprendizajes Basados en

Proyectos, pueden resultar útiles en comunidades a las cuales los modelos
pedagógicos tradicionales no alternativos han resultado insuficientes, y, en su
lugar, incorporar nuevas metodologías, nuevos saberes y nuevas formas de
interrelación entre individuos, objetos, contextos, realidades, recursos naturales
y propósitos individuales, colectivos y comunitarios, son las principales vías para
entender que los procesos educativos sí pueden acompasarse correctamente
con las pretensiones de cambio, de educación, de inclusión social y de desarrollo
socioeconómico. Es esta la apuesta por una pedagogía de equidad, desarrollo,
paz, inclusión y crecimiento, útil para generar los postulados básicos de una
política pública educativa de Estado, a mediano y largo plazo, en torno al
reconocimiento de las realidades y las proyecciones inmediatas de las
comunidades.

CAPÍTULO 3.
UN ESTUDIO DE CASO EN LA LOCALIDAD DE SUMAPAZ:
PROBLEMÁTICAS, CONTEXTOS Y APUESTAS POR UNA POLÍTICA
EDUCATIVA PARA LA RURALIDAD EN FUNCIÓN DE LA EQUIDAD, LA
PAZ Y EL DESARROLLO.

Al sur de la capital de la República, con una extensión de 78.095 hectáreas,
catalogada en su totalidad como suelo rural, y de las cuales 46.751 hectáreas
son suelo protegido, se extiende la localidad 20 Sumapaz del Distrito Capital de
Bogotá. Geográficamente se encuentra dividida en dos cuencas, la cuenca del
Río Blanco y la cuenca del Río Sumapaz, cada una de ellas compuestas de
algunas veredas y corregimientos escasamente poblados, en los que se
evidencia la ausencia de restaurantes, establecimientos de comercio y negocios
destinados a la provisión de la seguridad alimentaria, por lo que sus habitantes
deben recurrir a los negocios localizados en el sector menos rural de la localidad
e incluso al casco urbano de la capital para la satisfacción de sus necesidades
alimentarias básicas (Alcaldía Local de Sumapaz, 2021).

Las vías de acceso no son pavimentadas. Los desplazamientos entre veredas
suelen incluso tardar horas, por vías en mal estado, la gran mayoría recubiertas
en material de recebo, en las que el servicio público de transporte urbano es

completamente inexistente y en las que la población campesina tiene que sortear
diferentes tipos de dificultades y peligros para acceder a sus residencias, en un
ambiente que rememora tiempos ancestrales y regiones a las que el desarrollo
capitalista no llegó, ni siquiera con los avances de la tecnología del Siglo XXI.

En una región extendida por el macizo de la Cordillera Oriental colombiana, en
la que se encuentra quizás uno de los mayores páramos del mundo, y, por ende,
una sin igual riqueza natural en cuanto a sus recursos hídricos, contrasta su
belleza y su majestuosidad con la situación socioeconómica de sus habitantes,
población completamente rural, cuyas posibilidades de acceso al desarrollo y la
riqueza parecen inversamente proporcionales a la importancia de sus
ecosistemas de montaña.
Según el proyecto de acuerdo de Plan de Desarrollo Económico, Social,
Ambiental y de obras públicas para la localidad de Sumapaz 2021 – 2024, “Un
nuevo contrato social para Sumapaz”, y, acorde a las líneas estratégicas y de
acción del plan distrital de desarrollo del mismo período, los principales ejes de
acción se concentran en el desarrollo social y productivo de su población, la
transformación estructural del campo y la consolidación de una cultura de paz,
además de los desafíos del cambio climático y la protección del ecosistema de
páramo estratégico para el país y para el Distrito Capital (Plan Local de
Desarrollo, 2021), lo que permite pensar en la articulación de programas,
proyectos y acciones encaminadas a una apuesta por el desarrollo social
integral, ambiental y sostenible, para una región que tradicionalmente ha sido
ignorada por los gobiernos centrales, tanto locales como nacionales.

Llama especialmente la atención que, dentro de las estrategias contempladas en
el Plan, se encuentran contenidos dos aspectos de particular relevancia para el
objeto de la presente investigación, el primero de ellos referido a la promoción
del desarrollo humano de niños y niñas “mediante la implementación de
proyectos de innovación y transformación pedagógica en la educación inicial” y
la implementación de “un Programa de beneficios para el acceso y el
sostenimiento en la educación superior a la población en Sumapaz” (PLD, 2021),
toda vez que la apuesta por instrumentos educativos pensados hacia el
desarrollo sostenible en la Localidad parecieran ser prioridades para el gobierno

local, aunque no se advierta mucha claridad sobre la forma de implementar tales
propósitos.

El artículo 8 del plan local de desarrollo pensado para el próximo período
institucional, 2021 – 2024, dentro del Programa de Educación para la Localidad,
propone:
“Fortalecer la articulación y el vínculo entre escuela, familia y comunidad, así
como la promoción de ambientes seguros y protectores, ejecutando proyectos
que articulen servicios locales, culturales, lúdicos, recreativos, de reconocimiento
del patrimonio, cuidado del ambiente y el entorno, y donde se visibilicen las voces
de las niñas y niños, a través de estrategias de participación que den lugar a sus
propias comprensiones y significaciones de la realidad y la cotidianidad que
están viviendo”.

Esta suerte de propósitos aborda como instrumentos de acción la disposición de
recursos para el servicio educativo en la primera infancia, bajo la figura de
proyectos para el desarrollo integral, lo que, sumado a la dotación de los centros
educativos, especialmente los tres jardines infantiles de la Localidad, ubicados
en las Veredas La Unión, San Juan y Nazareth (Programa No. 7 PLD, Artículo
10, “Programa Sistema Distrital de Cuidado”), se propone fortalecer el sistema
educativo de la región, bajo los propósitos del Programa de Formación Integral
previstos en el artículo 16 del Plan, denominado “Más y mejor tiempo en los
colegios”, a partir de la implementación de un proyecto de innovación tecnológica
para los dos colegios de la Localidad, el “Gimnasio Juan de la Cruz Varela” y el
“Colegio Jaime Garzón”, conforme a requerimientos reportados, concertados y
priorizados, para garantizar, según el Plan, “el correcto funcionamiento del sector
educativo oficial”.

De igual manera el Plan se propone implementar proyectos que permitan a la
población joven de la Localidad acceder a la educación superior y garantizar su
permanencia mediante programas de apoyo para su sostenimiento, conforme se
plasma en los artículos 19 y 20 del Plan de Desarrollo Local, propósito que, tanto
en el mediano como en el corto plazo, supone la disposición de recursos públicos

canalizados hacia planes asistenciales para las poblaciones estudiantiles
identificadas y la destinación de importantes partidas presupuestales para el
fortalecimiento institucional de infraestructura y dotación de los centros
educativos existentes.

No está mal. Sin embargo, pareciera que las políticas focales de la Localidad,
pensadas desde la construcción de nuevos instrumentos de participación
ciudadana, están asociadas a las mismas prácticas de las políticas públicas,
entendidas como planes y proyectos de asistencia social en los que el Estado,
en este caso el gobierno local del Distrito, se compromete a disponer y destinar
recursos centrales para dotar los colegios y garantizar apoyos económicos a
grupos focales, pero dejando de lado aspectos que se consideran importantes
de cara a una realidad inminente, tales como la insuficiencia a largo plazo de los
recursos que se usarán para el gasto público y la inversión social, o como la
necesidad regional y local de contribuir a su propio desarrollo. Es allí en donde
se propone que la Política Educativa Para la Ruralidad – PEPR, deba estar
asociada principalmente a los contextos, necesidades y expectativas legítimas
de los habitantes, para articular su realidad inmediata con sus capacidades de
desarrollo autónomo, sin descuidar el papel de las autoridades públicas como
garantes del proceso educativo integral en función del crecimiento social y el
desarrollo sostenible.

En este tercer y último capítulo se abordarán algunas ideas en torno a las
condiciones de la educación tradicional y las apuestas por una innovación
sistémica que permita afrontar nuevos y futuros desafíos frente a los retos locales
del Sumapaz, tales como la equidad social, la paz, el desarrollo social,
económico, ambiental y ecológico sostenible y la configuración de nuevas
prácticas y discursos que permitan superar la idea del asistencialismo de estado
como principal instrumento de participación social y económica en un estado
social de derecho, a partir de un análisis documental y una propuesta teórica,
derivada de las lecturas críticas que hasta aquí han abordado la construcción del
marco teórico.

3.1.- Las realidades focales de la localidad, a propósito de sus necesidades
educativas reales

En la localidad 20 del Distrito Capital de Bogotá, Sumapaz, se encuentran
ubicadas dos (2) Instituciones Educativas de carácter público, el Gimnasio “Juan
de la Cruz Varela” y el Colegio “Jaime Garzón”. El primero de los colegios
mencionados, llamado también “Gimnasio del Campo”, fue bautizado en honor
a un reconocido líder campesino, defensor y luchador por los derechos humanos
que llegaría a ser congresista y diputado a la Asamblea de Cundinamarca,
nacido a comienzos del Siglo XX en el campo colombiano, y quien luchó por la
organización y defensa de los derechos del campesinado ancestralmente
ignorado y violentado por los gobiernos y las fuerzas irregulares que querían
controlar la región.
El Gimnasio del Campo “Juan de la Cruz Varela” se encuentra ubicado en el
corregimiento de San Juan de Sumapaz, en el corazón de la localidad 20 del
Distrito Capital, de carácter mixto, cuenta con los servicios educativos oficiales
para los niveles de Preescolar, Básica Primaria y Secundaria. Destacando su
historia y su orgullo campesino, el Gimnasio otorga el título de Bachiller técnico
agropecuario a sus egresados, consciente del papel educativo en un entorno
principalmente rural, en el que las luchas agrarias y campesinas no pasan
solamente por el acceso a las tierras, la necesidad de reformas rurales y agrarias
más equitativas y justas o las resistencias campesinas ante las diversas formas
de violencia que son amenazas constantes contra su población, sino que
también reconocen la necesidad de ajustar sus proyectos educativos
institucionales a las necesidades inmediatas de una población campesina
tradicionalmente excluida.

Uno de los afanes más importantes en materia educativa para esta localidad,
especialmente para las últimas administraciones distritales, es la recuperación
de la conciencia campesina en torno al valor del ser humano y su ambiente, su
entorno, su contexto, su cultura, su tradición, su historia y su autonomía. Romero
(2015) destacó en la construcción del Plan Integral de Educación en Ciudadanía
y Convivencia para el período institucional 2012- 2015, que el Gimnasio del
Campo “Juan de la Cruz Varela” habría de fortalecer los núcleos articuladores

de soberanía alimentaria, derechos humanos y rescate de la memoria histórica,
con base en procesos organizativos y acciones conjuntas entre el gobierno
escolar y la comunidad, a partir de estrategias como la recuperación de la
memoria colectiva histórica, los juegos tradicionales, la incorporación de saberes
ancestrales a los planes curriculares y el fortalecimiento de la soberanía
alimentaria en el territorio.
Por su parte, el colegio campestre “Jaime Garzón” IED, ubicado en la Vía parque
nacional natural Sumapaz, a 46 kilómetros desde el pueblo de Usme, en la
vereda Las Auras, Kilómetro 6 Carretera Nazareth, inicialmente denominado
“unidad básica y agropecuaria las auras”, pensado para ser una escuela rural
con solo prestación del servicio educativo de primaria, fue reorganizada desde
el año 2003 con los diferentes Centros Educativos Rurales de los corregimientos
de Nazareth y Betania, en la localidad de Sumapaz, contando en la actualidad
con trece (13) sedes, y siendo posteriormente renombrado como Colegio
Campestre, en honor del humorista colombiano Jaime Garzón Forero, asesinado
por el paramilitarismo en Colombia en el mes de agosto de 1999 (SED, 2021).
El colegio campestre “Jaime Garzón” de la localidad de Sumapaz se reconoce
como una institución educativa pensada desde el campo y para el campo,
resaltando el valor de lo rural y el papel del desarrollo educativo orientado a una
educación técnica ambiental pensada desde los enfoques de los Aprendizajes
Productivos (SED, 2017), habida cuenta que su entorno inmediato y sus grupos
focales humanos son esencialmente campesinos, y que las oportunidades de
desarrollo primarias de la Localidad se basan fundamentalmente en la
articulación entre comunidades y autoridades educativas locales.

Con estos contextos, se puede advertir que los propósitos en los que están
pensados los planes institucionales de carácter educativo para la Localidad, sin
incluir los propósitos específicos de los tres jardines infantiles identificados para
la Localidad, hablan de la necesidad de establecer instrumentos y mecanismos
eficaces para el desarrollo productivo desde lo rural y lo campesino, pero sin
sacrificar las necesidades de innovación tecnológica, pues dentro de los grandes
problemas que han conducido al atraso socioeconómico en el campo, ya no solo

a nivel local, sino también regional y nacional, han sido la histórica apropiación
indebida de las tierras, así como su monopolio y exclusivo uso para el
extractivismo sin racionalizar ni pensar sus usos acorde a las condiciones y
circunstancias cambiantes de los mercados, principalmente por problemas
asociados a falta de estudios técnicos de los suelos, ausencias de repartos
compatibles de las tierras en términos de eficiencia y equidad, desarraigo del
campesinado a sus regiones, escasez de medios adecuados de subsistencia y
abandono institucional (Prieto, 1986, 124).

Desde este punto de vista, el trabajo de campo adelantado en la localidad, las
visitas guiadas y los encuentros con la comunidad, permiten reconocer que, uno
de los principales problemas que la población rural de la Localidad de Sumapaz
enfrenta en relación con la escasez de oportunidades hacia un desarrollo
sostenible, lo constituye justamente el hecho de que los planes y las políticas
educativas implementadas tradicionalmente en la región campesina del
Sumapaz, han pretendido replicar los modelos tradicionales de formación, esto
es, programas y proyectos propios basados en el modelo pedagógico de la
Escuela Tradicional, pero pretendiendo incorporar algunos pocos saberes para
la reproducción del modelo económico inmediato, principalmente basado en la
economía primaria, de naturaleza extractivista, a partir de la agricultura y la
ganadería, como medios inmediatos para garantizar la seguridad alimentaria y
la subsistencia básica.

Si bien los propósitos del actual Plan de Desarrollo Local que se advierten
enfocados al fortalecimiento de las infraestructuras y mejores dotaciones de los
centros educativos son necesidades inmediatas e inminentes, lo que parece
advertirse igualmente es que se concentran en estrategias asistencialistas en las
que el Estado, por medio de sus autoridades locales, dispone de recursos
públicos para planes de subsidios poblacionales, hecho que puede significar a
corto plazo una ayuda a los habitantes de la región, pero que, a futuro se hará
insostenible por las insuficiencias de recursos para gasto social que muy
seguramente serán propias de las políticas de ajuste fiscal a las que nos somete
el mismo sistema, lo que en últimas se traduce en una política cortoplacista que
no termina por completo de responder a las necesidades estructurales de la

región, ni mucho menos, brindar expectativas reales de apoyo para la
construcción de un futuro autónomo, sostenible, que se responda con las
realidades y necesidades permanentes de los habitantes de la localidad.

En estas condiciones, es necesario pensar en instrumentos reales de política
pública educativa, que se orienten al aprendizaje productivo, al aprender a hacer,
a integrar los saberes ancestrales de la comunidad con las expectativas de
desarrollo, incorporando medios e instrumentos técnicos y tecnológicos
pensados para el fortalecimiento agrícola y pecuario de la región, incrementando
las posibilidades de desarrollo productivo, a partir del saber hacer, esto es, de la
formación por competencias, entendida como un enfoque para la educación y no
como un modelo pedagógico en sí mismo, que incorpore y articule a los grupos
humanos educacionales en aspectos de docencia, aprendizaje y evaluación, con
fundamento en integración de conocimientos, procesos cognitivos, destrezas,
habilidades, valores, actitudes, construcción de programas de formación
relacionados con los requerimientos reales de los entornos, los saberes y
necesidades reales sociales y las pretensiones de mejoramiento colectivo de las
comunidades (Tobón; 2006, 1-2).

De este modo, pensar la academia y la escuela, como núcleo básico de
formación y reproducción del conocimiento, como motor de acción creativa y
productiva, a partir de las experiencias pedagógicas del hacer en contexto, en
una región tradicionalmente rural, se convierte en una necesidad inmediata, que
exige articular los procesos de formación en el reconocimiento sociocultural de
la región (Segura, et. al. 2020, 81), pero también respecto de reales posibilidades
de economías alternativas ecosostenibles, que permitan diversificar el concepto
de la economía extractivista como única fuente de riqueza, apostando por
modelos como el ecoturismo, el avistamiento de aves, la recuperación de la flora
y fauna nativa y el turismo ambiental, siendo éstas otras modalidades de
prácticas de desarrollo sostenible perfectamente aplicables para un entorno
eminentemente rural, lo que significa también una apuesta por la protección de
la biodiversidad de la región y la prevención de un impacto negativo derivado de
programas agroindustriales poco amigables con el ambiente.

3.2.- Hacia una propuesta de innovación pedagógica en torno a la equidad,
la paz y el desarrollo socioeconómico local: Política Educativa Para la
Ruralidad.

En momentos en que el país adopta nuevos discursos sobre el papel de lo social
en la construcción de procesos de paz, inclusión y desarrollo, se hace necesario
que las políticas educativas en Colombia, focalizadas en regiones vastamente
rurales, ancestralmente descuidadas, y tradicionalmente ignoradas por el
Estado, sean redimensionadas en torno a propósitos comunes de desarrollo,
crecimiento económico y prosperidad para las comunidades, lo cual, desde lo
educativo y pedagógico, mediante la construcción y reconstrucción de nuevos
saberes, puede convertirse en una alternativa de crecimiento integral para la
sociedad.
A propósito de la suscripción del acuerdo final para la terminación del conflicto y
la construcción de una paz estable y duradera, suscrito el 24 de noviembre de
2016, el país volvió a advertir la necesidad de rescatar el papel del campo como
motor básico para el desarrollo social, económico y productivo, pero también
como el centro por excelencia para la garantía de la seguridad alimentaria a nivel
local, regional y nacional. Según los principios sostenidos en materia de reforma
rural integral, como compromiso hacia la paz, se dijo en el documento de
Acuerdo Final que:
“El desarrollo integral del campo depende de un adecuado balance entre las
diferentes formas de producción existentes – agricultura familiar, agroindustria,
turismo, agricultura comercial de escala -, de la competitividad y de la necesidad
de promover y fomentar la inversión en el campo con visión empresarial y fines
productivos como condición para su desarrollo; y de la promoción y fomento, en
condiciones de equidad, de encadenamientos de la pequeña producción rural
con otros modelos de producción, que podrán ser verticales u horizontales y en
diferente escala. En todo caso se apoyará y protegerá la economía campesina,
familiar y comunitaria procurando su desarrollo y fortalecimiento” (Huertas;

2017, 35-36).

Entendiendo que tales propósitos se constituyen el principios rectores para una
política de reforma rural integral, para la paz, la equidad y la reconstrucción
social, lo cual incide directamente en el desarrollo socioeconómico y la
sostenibilidad de una economía para la paz, son múltiples los retos que se
evidencian en una localidad tradicionalmente excluida como la localidad del
Sumapaz, principalmente por los procesos históricos de abandono, desarraigo y
centralismo político, que han llevado a que se constituya en una región
permeable a factores diversos de violencia y atraso, fenómenos que pueden ser
conjurados con una PEPR, que verdaderamente sea consciente y consecuente
con la realidad regional.

Ángel Pérez (2021) sostiene, con sobrada razón, que una verdadera PEPR debe
comprender una planeación estratégica a períodos, al menos decenales, en los
que el sistema educativo en las regiones propenda por la formación en valores y
en la formación de seres humanos, comprometidos con su ambiente, con sus
realidades y con sus entornos, sobre principios de equidad, justicia social y
legalidad, orientando la actividad económica rural hacia un fomento empresarial
inmerso adecuadamente en el sector productivo local y regional. Para ello, no
basta con el fortalecimiento estructural de los colegios rurales, sino también en
la incorporación de programas sociales eficientes en términos de bienestar,
salud, cultura y recreación de los grupos poblacionales, con adecuados manejos
de veedurías ciudadanas y promoción de la capacidad de gestión e incorporación
al modelo educativo de niños, niñas y adolescentes, implementando aspectos
básicos, como los servicios públicos esenciales, las vías de acceso a los colegios
rurales y el estímulo en la participación comunitaria frente a los proyectos
pedagógicos y productivos que integran saberes básicos de la vida rural, con las
nuevas tecnologías y las pretensiones de modernidad de las regiones.

Desde esta perspectiva, una Educación para la Ruralidad debe apostar por la
incorporación de modelos pedagógicos que permitan a los grupos humanos
aprender desde la realización de actividades concretas que integren saberes
básicos a proyectos productivos con procesos de formación por competencias,
y, como lo advierte el portal institucional del Ministerio de Educación Nacional,
permita el adecuado uso de las tecnologías de la comunicación y la información,

el mejoramiento de la enseñanza en un segundo idioma, y el fortalecimiento de
proyectos pedagógicos productivos, sobre los cuales giren los componentes
curriculares básicos (MEN; 2021).

Para ello, una verdadera PEPR pensada en contexto, hacia el fortalecimiento de
las políticas agrarias debe procurar orientar el aprendizaje de ciencias como las
ciencias exactas, naturales o sociales, sin sacrificar los componentes
humanistas de una educación integral, esto es, la cultura, el arte, el deporte y la
recreación, aplicadas a las necesidades y expectativas de la población rural y a
sus articulaciones con la población urbana, frente a las comprensiones
pedagógicas para la enseñanza de competencias disciplinares asociadas a
proyectos de economías rurales a escala, que permitan que los sectores
productivos locales y regionales se articulen con la producción agrícola y
permitan que los productos derivados de tales proyectos pedagógicos lleguen a
mercados abiertos, en las ciudades y regiones circundantes, haciendo que las
comunidades educativas puedan articular sus procesos económicos y
productivos con los apoyos adecuados del Estado, en materia de mercadeo, de
apoyo técnico y de apoyo institucional en aspectos como la adecuación de las
instalaciones de los colegios, no solo en la dotación de infraestructura básica
(acueducto y alcantarillado, gas natural, energía eléctrica, redes tecnológicas,
vías de acceso), sino también en la construcción de talleres para la
productividad, que permitan la innovación, la creación y el estímulo de
educadores y educandos en torno a los contextos ambientales y culturales
inmediatos, lo que exige también de una mayor preparación de los docentes y
los cuerpos administrativos de las instituciones educativas.

Teniendo claro que es desde la escuela que se empieza a comprender el mundo,
no puede desconocerse que una política educativa en un entorno rural debe ser
consciente también de su papel frente a las reflexiones críticas y las acciones
directas de crecimiento económico que la agroindustria reclama, en relación con
la producción agrícola y pecuaria, pero ya no en función únicamente del
autoabastecimiento, sino también en torno a las necesidades locales y globales
de sostenibilidad y seguridad alimentaria (Segura, 2020, 78-79), para lo cual se
exige que las comunidades reclamen mayor presencia institucional, proveniente

de diferentes sectores productivos, principalmente los sectores privados, pero
esta vez, en torno a la destinación de los bienes y servicios que efectivamente
se produzcan y generen como resultado de los Proyectos Pedagógicos
Productivos que las Escuelas Rurales, fortalecidas y promovidas, sean capaces
de gestionar.

Es aquí en donde se deben articular los planes locales y distritales de desarrollo
con la empresa privada, las asociaciones y organizaciones civiles y con los
colectivos de defensa, protección y promoción de los derechos humanos de
carácter económico, social y cultural: la implementación de instrumentos como
las alianzas público – privadas app, por ejemplo, resultan ser importantes medios
para la canalización del apoyo a la naciente agroindustria escolar, pero también
como impulsores del desarrollo económico y social a partir de alternativas como
el ecoturismo ambientalmente responsable, la recuperación de la fauna y flora
nativa, la recuperación de las reservas naturales, con pretensiones de
sostenibilidad, superando de este modo “la simple generación de consensos
académicos frente a la mutación y diversificación de actividades (…) para centrar
el análisis en aquellos entramados que emergen del binomio rural – urbano,
social – comunitario y conocimiento – saber local” (Segura, et. al. 2020, 91),
amén de otros instrumentos como mayor participación de las autoridades locales
en el reconocimiento de los saberes comunitarios, campos en los que una PEPR
se hace indispensable.

Igualmente, la formulación de una PEPR, que realmente concentre sus
esfuerzos en mejorar las condiciones de vida de las comunidades campesinas,
en este caso, para la población de la localidad de Sumapaz, debe también
incorporar el reconocimiento del saber campesino como una verdadera fuente
de saberes y prácticas pensadas hacia el desarrollo social y comunitario, pero
sin descuidar la necesidad de construir herramientas teóricas, metodológicas y
pragmáticas, desde prácticas pedagógicas activas, sobre las formas de
producción de los aprendizajes campesinos, diversificando los componentes
curriculares hacia la aproximación de saberes básicos de otras ciencias,
aplicadas a los proyectos productivos de naturaleza rural, que no solo pasan por

la extracción de recursos naturales, sino que permiten, por el contrario, resaltar
el papel de lo regional en los procesos de desarrollo (Arias; 2017; 60).

Del mismo modo, la PEPR debe estar asociada también a los procesos de
aplicación de políticas de corte social (Segura, et. al. 2020, 91), pensadas y
proyectadas para la mejoría de la calidad de vida de los habitantes de la
Localidad, a partir de procesos innovadores que permitan, por ejemplo, encontrar
alternativas para la distribución masiva de los recursos hídricos de la región,
creando aprendizajes sobre el tratamiento de aguas residuales, o de
recuperación de los ecosistemas ambientalmente impactados por el avance de
los procesos de urbanización, o mediante otras alternativas que reivindiquen el
ser campesino y el nexo entre ser humano y naturaleza.

En palabras de Arias (2017, 61), se requiere que, además de asistir a las
instituciones educativas para adquirir informaciones, se cuenten con los medios
y recursos adecuados para que esas instituciones educativas sean espacios
propicios para pensar, crear y generar conocimiento, pero también para
incorporar saberes que respondan a la vida y a las necesidades del campo en
torno a los elementos naturales, como la flora, la fauna, la huerta como centro
de producción básica, la riqueza hídrica natural de la localidad, la majestuosidad
e impacto del paisaje, pero sobre todo, en torno a la idea que el ser humano solo
es un elemento más de la naturaleza y no el ser destinado a destruirla a partir de
procesos extractivistas y de acumulación indiscriminada, como parecen ser las
lógicas del capitalismo tradicional.

Esta clase de apuestas, en función del desarrollo local y regional, se constituyen
en puntos de partida para la construcción de la paz, la equidad y la justicia social
desde la educación, pero ya no pensada como un cúmulo de saberes sin sentido
que hagan insertar a niños, niñas y adolescentes en un sistema útil al servicio de
los grandes capitales y del mercado laboral, sino entendida como un verdadero
proceso social de transformación social, de liberación y de construcción
permanente, de carácter democrático en la que las comunidades mismas incidan
en el destino de las sociedades en que viven (Zuleta; 1995, 101), que, desde el

campo, pueda permitir un mayor crecimiento social, como se exige y reclama en
contextos como el de la localidad 20 Sumapaz.

En estas condiciones, a partir de la experiencia personal como docente
diferentes instituciones educativas públicas, complementadas desde los análisis
y estudios de carácter teórico vistos, permiten pensar que sí es posible articular
planes educativos con procesos de producción y tecnificación de la productividad
agrícola, sin sacrificar el papel humanista de una formación pensada en valores
comunitarios, saberes colectivos y alternativas de proyección real de desarrollo,
permitiendo vías diferentes a los planes tradicionales de políticas subsidiadas,
dado que la dependencia del asistencialismo del Estado ha conducido a la
insostenibilidad económica y a la apertura de la brecha social en los países.

Según la Exdirectora de Educación para la localidad del Sumapaz, Yolanda
Gaitán, a quien en el curso de la presente investigación se tuvo la oportunidad
de conocer, la calidad de la educación no depende exclusivamente de factores
cuantificables; por el contrario, existen también agentes externos como la
infraestructura, el transporte y la conectividad que inciden directamente en la
calidad de la educación. La educación, dice la doctora Gaitán, debe responder
al contexto dentro del cual se ejerce para generar desarrollo, arraigo y
mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes del páramo. La educación
en el Sumapaz se quedó en los años 50 donde un profesor atiende niños desde
Preescolar hasta Quinto de Primaria, por lo cual no hay un mayor progreso
académico, ni curricular ni mucho menos de investigación pedagógica apropiada
al territorio.
Existe una idea errada de lo que es el desarrollo vendida por los medios de
comunicación, el consumismo y las grandes urbes. Sumapaz tiene unas ventajas
comparativas con respecto a la ciudad que se deben enseñar y visualizar. Dentro
de los colegios deben enseñarse las virtudes de los páramos, su importancia y
la necesidad de preservarlos. La importancia del campo, del sector agrario, la
tecnificación y como se puede ser más productivo sin dañar los ecosistemas. El
Sumapaz, en consecuencia, debería tener la potencialidad para permitir a gran
escala la generación de ingenieros industriales y agroindustriales, médicos

veterinarios, zootecnistas,

agrónomos, ingenieros forestales, entre otros

Profesionales que conecten sus saberes técnicos con las necesidades
inmediatas de los contextos en que viven, pues debe existir una coherencia entre
las realidades particulares de los entornos y los currículos escolares que le
generen un plus a cada estudiante. Si fuera posible hacer un currículo adaptado
al paramo para estudiar botánica, ciencias, matemáticas haría gran diferencia
con los estudiantes y su territorio.
En este orden de ideas, una PEPR sostenible puede pensarse más en la
formación a las comunidades sobre el aprovechamiento de los elementos de la
naturaleza, mediante planes como la diversificación de cultivos amigables y
sostenibles con el ambiente, de acuerdo a la geografía de un páramo como el de
la localidad del Sumapaz, o la recuperación de fauna y flora propias del
ecosistema, incluyendo planes que ayuden a fortalecer la seguridad alimentaria,
recuperar la nutrición adecuada de las comunidades y la reivindicación de las
despensas campesinas propias, tanto agrícolas como ganaderas, como posible
alternativa ante la creciente importación de alimentos. De este modo, pues, se
puede pensar en una adecuada articulación de los saberes propios de la escuela
activa con las necesidades de las comunidades campesinas que pueden
encontrar en un proceso de construcción colectiva de PEPR un buen conjunto
de instrumentos para la paz y el desarrollo de las comunidades, partiendo de las
experiencias del Sumapaz, para el resto del país.

CONCLUSIONES

A lo largo de la presente investigación, se ha pretendido señalar que la educación
es uno de los factores esenciales claves en todos los procesos sociales de
desarrollo humano, que ha pasado por diversos períodos y realidades
contextuales, pero que se sigue reclamando como un instrumento potenciador
de las sociedades hacia el progreso económico, social y cultural.

Desafortunadamente se ha advertido cómo en sociedades económicamente
menos desarrolladas, los procesos educativos no han respondido más que a las

expectativas de inmersión de los seres humanos a modelos de producción
dominantes, útiles para el fortalecimiento de una economía capitalista de
mercado, cada vez más industrializada y tecnificada, pero que ha sacrificado
otros componentes tales como la relación entre los individuos y sus entornos, las
necesidades de aprendizaje y las articulaciones de saberes frente a las
expectativas reales de crecimiento individual y colectivo.

A raíz de las experiencias personales derivadas de ciertos ejercicios docentes y
del trabajo de campo desarrollado en comunidades, fueron muchos más los
aprendizajes adquiridos que los impartidos, especialmente por el enfrentamiento
sociocultural con comunidades ancestrales y campesinas, que se reclaman
como un factor vivo, al cual el Estado central ha ignorado históricamente, pero
que son personas que siguen sintiendo el mayor orgullo de pertenecer al campo
colombiano y de hacer parte de esa raza campesina que lucha por sus derechos
y libertades, pero que, sobre todo, siempre tiene la mano extendida para ayudar
y brindar lo mejor de sí a quien lo necesita, aún sin conocerlos.

En los sectores rurales las escuelas representan todos los demás espacios. Allí
es donde se reúnen para realizar sus ferias, sus eventos culturales, sus bazares,
es donde realizan los bautizos, las primeras comuniones y las fiestas de fin de
año. Estos factores no han sido aprovechados, ni interpretados ni mucho menos
difundidos. Por esto la educación debe mirar más hacia el desarrollo, la
productividad y debe ser motor de cambio económico en los territorios.
En cuanto a las debilidades de la educación en el Sumapaz las personas que
fueron entrevistadas para la presente investigación, concuerdan en que las
instituciones educativas no cuentan con propuestas pedagógicas que responda
a las necesidades de los estudiantes. El equipo docente no es suficiente, no se
conocen a fondo las dinámicas del territorio y tampoco se conocen las
condiciones en las que deben trabajar. No existe un modelo de Escuela Nueva
donde se tenga en cuenta la opinión del educando,- no hay una jordana única,
la educación no responde a un sentido práctico donde el estudiante pueda
ponerlo en práctica en su cotidianidad, la educación no le da la oportunidad al
estudiante de continuar con su proceso educativo, la falta de presupuesto, la falta

de conectividad, falta innovación educativa, falta mayor tecnología, embarazos
a temprana edad y el machismo arraigado son debilidades que deben atacarse.
Con todo, dentro de las fortalezas destacadas por los integrantes de la
comunidad, es de acotar que no se presentan problemas por consumo de
drogas, tampoco existen pandillas o barreras territoriales invisibles, los
estudiantes consideran que la escuela es un refugio y un espacio para la
recreación la reconciliación y de paz.
Acorde a lo anterior, es necesario generar cambios en las políticas rurales, es
importante que los formuladores de política pública vean el campo como parte
integral y fundamenta del país, es necesario dignificar al campesino y a su labor.
Es necesario articular las instituciones para que confluyan y generen mayor
impacto en sus decisiones. Es necesario permitir que los territorios formulen sus
propias políticas y que los colegios desarrollen sus modelos pedagógicos o sus
planes educativos de educación. Es necesario políticas de estado y no de
gobierno para generar continuidad y desarrollo

Así, al pensar en una PEPR, concentrada en la reconfiguración del discurso
pedagógico y las prácticas educativas, en función de la paz, la equidad, la justicia
social y el desarrollo socioeconómico y sostenible, la principal apuesta que se
advierte es que todos los estudios e investigaciones que se hagan al respecto
deben concentrarse en el reconocimiento y el diagnóstico de las realidades
contextuales inmediatas de las comunidades y las pretensiones y expectativas
de justicia material de tales comunidades, sobre todo cuando se habla de grupos
educativos a los cuales los modelos tradicionales les han impedido constituirse
en seres sociales, económicamente productivos, pero que tengan la capacidad
de no sacrificar sus valores, principios y aspiraciones de equidad.

Esta investigación ha pretendido elaborar algunas ideas sobre un proyecto de
Política Pública Educativa, concentrada en un estudio focal basado en visitas a
la localidad 20 del Distrito Capital y las discusiones adelantadas con sectores
comunitarios, pero sobre todo, pensando en que a futuro inmediato, serán
muchas más las necesidades de la reconfiguración del panorama educativo local
sobre la base de las pretensiones de desarrollo socioeconómico desde la

educación como práctica libertaria, reconociendo las potencialidades que una
región como el Sumapaz puede aportar en la construcción de la Paz en
Colombia, para lo cual se hace necesario incorporar mayores esfuerzos en el
fortalecimiento comunitario y social desde las Facultades de Economía y
Educación, pero también desde el Estado y de la empresa pública y privada,
agentes útiles en la inserción económica y productiva de nuestras comunidades
campesinas, punto de partida para la reconstrucción del tejido humano y de la
paz con pretensión de sostenibilidad.
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